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 Reviviscencia 

Se ordena la reviviscencia de la 
porción normativa ñy en 
nombramientos de cargos por 
designaci·n;ò, frase inserta en la 
fracción XIII del referido artículo, 
previo a la reforma impugnada; por lo 
que, para no afectar el orden de las 
fracciones correspondientes y a fin de 
que se cuente con una normativa 
completa, dicha reviviscencia se 
ordena para la fracción XV, a efecto 
de su aplicación en el proceso 
electoral 2023-2024, que iniciará el 01 
de noviembre del año en curso, o bien 
hasta que el Poder Legislativo del 
Estado reincorpore esta porción 
normativa. 
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Fecha a partir de la 
que surte efectos la 
declaratoria general 
de invalidez 

La declaratoria de invalidez surtirá 
sus efectos a partir de la notificación 
de los puntos resolutivos de la 
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sentencia al Congreso del Estado de 
Durango. 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y 
parcialmente fundada la presente 
acción de inconstitucionalidad y su 
acumulada. 
SEGUNDO. Se reconoce la validez 
de los artículos 10, numeral 4, párrafo 
primero, 12, numeral 1, 29, numeral 1, 
fracción XIV, 32 BIS, numeral 3, 
fracción III, en su porción normativa 
óCURPô, 184, numeral 6, incisos a), 
fracción III, b), párrafos primero y 
segundo, fracción I, y f), párrafos 
primero y segundo, fracción I, 187, 
fracción VI, y 282, numeral 2, de la 
Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, 
reformados y adicionados mediante 
el DECRETO No. 407, publicado en el 
Periódico Oficial de dicha entidad 
federativa el treinta y uno de julio de 
dos mil veintitrés, por los motivos 
expuestos en el apartado VI de esta 
decisión. 
TERCERO. Se declara la invalidez 
de la eliminación de la porción 
normativa óy en nombramientos de 
cargos por designaci·nô del art²culo 3, 
numeral 1, fracción XV, dando lugar a 
la reviviscencia de dicha frase en la 
fracción de referencia; así como la del 
artículo 10, numeral 5, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, 
reformados y adicionados mediante 
el DECRETO No. 407, publicado en el 
Periódico Oficial de dicha entidad 
federativa el treinta y uno de julio de 
dos mil veintitrés, la cual surtirá sus 
efectos a partir de la notificación de 
estos puntos resolutivos al Congreso 
del Estado de Durango, por las 
razones señaladas en los apartados 
VI y VII de esta sentencia. 
CUARTO. Publíquese esta 
resolución en el Diario Oficial de la 
Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Durango, así como en el 
Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al dieciséis de noviembre de dos mil 

veintitrés, emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 187/2023 y su 

acumulada 188/2023, promovidas por el Partido del Trabajo y por el Partido 

Político Morena, respectivamente, en contra del Decreto No. 407 mediante el 

cual se aprueban diversas disposiciones de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Durango, publicado el treinta y uno 

de julio de dos mil veintitrés en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Durango.  

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

 

1. Presentación de las acciones. Las acciones de inconstitucionalidad fueron 

presentadas por el Partido del Trabajo y por el partido político MORENA en el 

buzón judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el treinta de 

agosto de dos mil veintitrés y recibidas en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia el treinta y uno siguiente. 
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2. El primer escrito inicial fue promovido por (1) Alberto Anaya Gutiérrez, (2) 

Alejandro González Yáñez, (3) Pedro Vázquez González, (4) Reginaldo 

Sandoval Flores, (5) Oscar González Yáñez, (6) Francisco Amadeo Espinosa 

Ramos, (7) Magdalena del Socorro Núñez Monreal, (8) María de Jesús Páez 

Güereca, (9) Geovana del Carmen Bañuelos de la Torre, (10) María del 

Consuelo Estrada Plata, (11) Sonia Catalina Álvarez y (12) Mary Carmen Bernal 

Martínez, quienes se ostentaron como integrantes de la Comisión Coordinadora 

Nacional del Partido del Trabajo; y el segundo escrito por Mario Martín Delgado 

Carrillo quien se ostentó como presidente del Comité Ejecutivo Nacional del 

partido político MORENA. Ambos solicitando la invalidez de las normas que 

más adelante se indican, emitidas y promulgadas por las autoridades señaladas 

a continuación. 

 

¶ PARTIDO DEL TRABAJO 

 

A. NORMAS GENERALES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA: 

 

ñCon fecha 31 de julio de 2023, se publica en el Periódico Oficial del 

Estado de Durango número 15 EXT, registrado con el Tomo 

CCXXXVIII, por el Poder Ejecutivo, el decreto No. 407 mediante el cual 

se aprueban diversas disposiciones de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Durangoò. 

 

¶ PARTIDO POLÍTICO MORENA 

 

A. NORMAS GENERALES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA: 

 

ñLo constituye el Decreto 407 QUE CONTIENE REFORMAS, 

ADICIONES Y DEROGACIONES A DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA 

LEY DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

PARA EL ESTADO DE DURANGO. De los que, en el caso, se 

impugnan los artículos 3 numeral 1 fracción XV; 10 numerales 4 primer 

párrafo y numeral 5; 29, numeral 1, fracción XIV, 32 BIS, numeral 3, 

fracción III, 184, numeral 6, inciso a), fracción III; b) primer y segundo 

párrafos, fracción I, inciso f) primer y segundo párrafos, fracción I; y 187 

fracción VI de la Ley de Instituciones Y(sic) Procedimientos Electorales 

para el Estado de Durango, y cuya inconstitucionalidad se plantea en 

el apartado de conceptos de invalidezò. 
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B. ÓRGANO LEGISLATIVO QUE EMITIÓ Y EJECUTIVO QUE 

PROMULGÓ LAS NORMAS IMPUGNADAS: 

 

I. Poder Legislativo el Estado de Durango.  

II. Poder Ejecutivo del Estado de Durango. 

 

3. Artículos constitucionales señalados como violados: 

 

Promovente 
Preceptos constitucionales señalados 

como violados 

Partido del Trabajo 
 

Artículos 16, 41 fracción I y II inciso a), 116, 
fracción II, inciso g); y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Partido Político MORENA Artículos 1, 2, 14, 16, 24, 35, 39, 40, 41, 115, 
116, 124, 130 y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los 
artículos 1, 2, 23, 24, 27 y 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 21.3 de 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. 

 

4. Conceptos de invalidez. En sus escritos iniciales, el Partido del Trabajo y el 

partido político Morena expusieron los siguientes conceptos de invalidez: 

 

Partido del Trabajo 

 
- Primero. Señala que los artículos 12, numeral 1, y 282, numeral 2, de la Ley 

de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, 
contradicen los fines del sistema de elección por el principio de representación 
proporcional, trastocando las bases establecidas en la Constitución Federal y 
en la Ley General de Partidos Políticos, por lo que, además, atentan contra el 
principio de seguridad jurídica y el de certeza en materia electoral. 
 

- De esta forma, expone que para otorgar diputaciones por la Lista B, no debe 
perderse de vista que el votante lo hace con la intención de elegir a un 
representante por el principio de mayoría relativa, es decir, que el voto se dirige 
a una persona específica; siendo que los numerales impugnados vulneran el 
artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal, ya que dicha Lista B atiende 
a candidaturas que no obtuvieron el triunfo pero que compitieron en un sistema 
de mayoría relativa, por lo que no debe calificarse tal lista como propia del 
sistema de representación proporcional. 
 

- Así, sostiene que la Lista B introduce parámetros que se alejan de la asignación 
natural por representación proporcional, creando categorías que dan más peso 
a aquellas candidaturas que no fueron electas por el pueblo que a la votación 
mayoritaria, lo que impide asegurar la decisión de quien vota, pues se debe 
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respetar el sentido de cada sufragio y que éste se vea reflejado en la integración 
del Congreso local. 
 

- En esa línea, indica que la integración de la Lista B viola la voluntad popular y 
se constituye sobre bases contradictorias que vulneran los principios de certeza 
y legalidad, ya que queda conformada luego de que se llevó a cabo la elección 
por voto y que ésta es declarada válida en cada distrito electoral uninominal, 
intercalándose fórmulas de diputaciones registradas por el principio de mayoría 
relativa tomando los porcentajes de cada candidato que no obtuvo el triunfo en 
su distrito, por lo que las demás candidaturas de la lista no tienen su lugar en 
la lista de representación proporcional, debido al porcentaje obtenido en las 
urnas de entre las candidaturas perdedoras. 
 

- Aunado a ello, destaca que resulta incongruente que se premie al porcentaje 
más alto de todas las candidaturas perdedoras para encabezar la lista de los 
segundos lugares de mayoría relativa y, en seguida, desde el número dos en 
adelante, esté el determinado por el segundo lugar por el porcentaje de 
votación, generando disparidades entre porcentajes que no corresponden con 
el lugar que les corresponde en la lista de representación proporcional. 
 

- Además, refiere que no se modificaron las bases de la integración de la lista de 
representación proporcional contempladas en el artículo 66 de la Constitución 
del Estado de Durango, sino que se adiciona un párrafo al sistema establecido 
por la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado, siendo que 
de los numerales controvertidos se advierte que el sistema de integración de la 
lista definitiva de candidaturas a diputaciones locales de representación 
proporcional que deberá registrar cada partido político deriva de la integración 
a través de intercalar dos lista preliminares, denominadas A y B, las cuales 
tienen un sistema de integración diverso y naturaleza distinta, que no están 
recogidos en la Constitución local.  
 

- Segundo. Señala que los mencionados artículos 12, numeral 1, y 282, numeral 
2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de 
Durango, son contradictorios de los principios de representación proporcional y 
de supremacía constitucional, previstos en los artículos 116, fracción II, y 133 
de la Constitución General, toda vez que la implementación de una segunda 
lista de segundos lugares de mayoría relativa, no se encuentra contemplada 
por el numeral 66 de la Constitución de la entidad, por lo que dichas reformas 
se apartan de la libertad de configuración en materia de representación 
proporcional, al situarse en contravención a la propia norma general local e 
incorporar una figura ajena al principio acogido por dicha Constitución local, 
pues se conforman las lista votadas que deberían presentar los partidos 
políticos para la asignación de diputaciones de representación proporcional. 
 

Partido político Morena 

 
- Primero. Refiere que el artículo 3, numeral 1, fracción XV, de la Ley de 

Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, que señala 
qué se entiende por paridad de género, omite garantizar el principio de igualdad 
sustantiva en los cargos por designación, como elemento característico de la 
definición, lo cual se encontraba contemplado en dicha ley antes de la reforma 
impugnada, por lo que se vulnera el principio de progresividad y la prohibición 
de regresividad de los derechos humanos, así como el derecho de participación 
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política de la ciudadanía de acceder a cargos públicos en condiciones de 
paridad, discrepando, además, con el artículo 3, numeral 1, inciso d ter), de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 

- De esta forma, indica que la definición legal contemplada en la fracción 
impugnada, al eliminar la garantía de la asignación del cincuenta por ciento 
mujeres y cincuenta por ciento hombres en nombramientos por designación, 
lesiona el principio de paridad de género, previsto en el artículo 41 de la 
Constitución Federal, pues la renuencia del legislador local a reconocerlo 
cabalmente desde el glosario de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado, pone en riesgo su debida aplicación, dado que 
solamente se refiere a la asignación paritaria de las candidaturas a cargos de 
elección popular, y ya no a la asignación bajo ese mismo principio en el caso 
de los nombramientos de cargos por designación, lo que deriva en falta de 
certeza y seguridad jurídica; máxime que el Congreso local no dio las razones 
por las cuales arribó a modificar la fracción controvertida. 
 

- Aunado a lo anterior, manifiesta que cuando una definición ya se encuentra 
prevista en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 
también en la ley electoral local, ésta es inconstitucional porque carece de 
competencia el legislador local para regular un mismo principio constitucional, 
como el de paridad de género, el cual no puede entenderse o aplicarse de una 
manera distinta o excluyente, aun cuando se diga que es para los efectos de 
cada ley. 
 

- Así, señala que si bien las entidades federativas cuentan con libertad de 
configuración para generar su propio marco jurídico, lo cierto es que tal 
atribución no llega al extremo de contradecir lo previsto por una ley general en 
términos de lo mandatado por el artículo 116, fracción IV, inciso b), de la 
Constitución Federal; máxime que el Alto Tribunal ha reconocido que la validez 
de las leyes locales sí se encuentra sujeta a lo previsto en una ley general, e 
incluso si aquéllas no se apegan a lo previsto en ese tipo de leyes, resultan 
inconstitucionales, como deriva de las tesis P./J. 143/2001, P./J. 145/2001 y 
P./J. 150/2001, de rubros ñEDUCACIÓN. LAS LEYES QUE EXPIDAN LOS 
ESTADOS Y EL DISTRITO FEDERAL EN ESTA MATERIA, DEBEN 
SUJETARSE A LA LEY RESPECTIVA EXPEDIDA POR EL CONGRESO DE 
LA UNIÓN, EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 3o., 
FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERALò, ñEDUCACIÓN. EL 
ARTÍCULO 4o. DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, QUE 
ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DEL GOBIERNO DE ESA ENTIDAD DE 
IMPARTIR LA EDUCACIÓN PREESCOLAR Y MEDIA SUPERIOR, NO 
CONTRAVIENE LA DISTRIBUCIÓN DE LA FUNCIÓN SOCIAL EDUCATIVA 
ESTABLECIDA EN LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓNò y ñEDUCACIÓN. 
LOS ARTÍCULOS 135 Y 137 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
INVADEN LA FACULTAD DE REGULAR EL SISTEMA NACIONAL DE 
CRÉDITOS, REVALIDACIONES Y EQUIVALENCIAS DE ESTUDIOS, QUE 
CORRESPONDE DE MANERA EXCLUSIVA A LA AUTORIDAD EDUCATIVA 
FEDERALò. 
 

- Asociado a ello, sostiene que se incumple por deficiente regulación, el mandato 
previsto en los artículos Tercero Transitorio, párrafo segundo, y Cuarto 
Transitorio del Decreto por el que se reforman diversos artículos de la 
Constitución Federal en materia de paridad de género, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil diecinueve. 
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- Segundo. Argumenta que el artículo 29, numeral 1, fracción XIV, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, contiene 
una deficiente regulación del principio de paridad de género o una omisión 
legislativa relativa en competencia de ejercicio obligatoria, ya que excluye la 
vertiente de alternancia de género por periodo electivo en la Gubernatura de la 
entidad, vulnerando los artículos Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por 
el que se reforman diversos artículos de la Constitución Federal en materia de 
paridad de género, publicado el seis de junio de dos mil diecinueve, así como 
los principios rectores de certeza, legalidad y objetividad electorales, y las 
garantías de legalidad, seguridad jurídica, fundamentación y motivación. 
 

- Así, expresa que el Congreso local ejerció su competencia obligatoria, sin 
embargo la misma la realizó deficientemente y en contravención al artículo 116, 
fracción IV, inciso b), de la Norma Fundamental, pues no atendió en su 
integridad al mandato del Constituyente Permanente previsto en dicho Decreto, 
al omitir regular el principio de paridad entre géneros para la elección de 
Gobernador del Estado, teniendo en cuenta la concepción de paridad de 
género prevista en el artículo 3, fracción XV, de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales de la entidad. 

 
- En esa línea, estima que al ser el cargo de Gobernador de carácter unipersonal 

y sexenal, la forma adecuada de garantizar la paridad de género entre mujeres 
y hombres, es bajo un enfoque de alternancia de género por período electivo 
cada seis años; siendo que en el caso de Durango, el proceso electoral 
siguiente a la entrada en vigor del invocado Decreto, fue 2021-2022, en el que 
se eligió a un hombre como Gobernador, pero no se ha garantizado dicha 
alternancia para los sucesivos procesos comiciales en que se renueve dicho 
cargo, vulnerando así el artículo 41, base I, constitucional. 
 

- Que ello también es infractor del numeral 35, fracción II, de la Constitución 
Federal, que garantiza a cada ciudadano el poder ser votado en condiciones 
de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades 
que establezca la ley, incluida la de Gobernatura de cada Estado; en razón de 
que la expresi·n ñtodos los cargosò que emplea el texto constitucional para 
referirse a aquellos para los que ñen condiciones de paridadò puede ser votado 
un ciudadano, incluye a las candidaturas a Gobernador, pues de no haber sido 
así, el Constituyente Permanente lo habría exceptuado. 
 

- Por otra parte, dice que dicha omisión se encuentra estrechamente relacionada 
con la resolución de cinco de junio de dos mil veintitrés, recaída al Incidente 
oficioso de cumplimiento de sentencia, relativo al expediente SUP-RAP-
116/2020 y acumulados, en la cual, la Sala Superior del Tribunal Electoral, en 
el punto 3.2.10., estimó incumplido el principio de paridad de género en la 
elección de la Gubernatura del Estado de Durango, y en el punto 3.4., relativo 
a los efectos de tal resolución, así como en su resolutivo cuarto, entre otras 
cosas, ordenó al Congreso local emitir la regulación atinente a fin de garantizar 
la postulación paritaria de candidaturas a la gubernatura. 
 

- Tercero. Sostiene que el artículo 184, numeral 6, inciso a), fracción III, de la 
Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, pone 
en manos de los partidos políticos el decidir en qué municipios con pocas 
posibilidades de triunfo, optan por el supuesto previsto, favoreciendo en 
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realidad a los hombres en la postulación de las primeras regidurías que 
contienden y se asignan bajo el principio de representación proporcional con 
prelación sobre el género mujer, que irán en las segundas candidaturas y en 
las demás regidurías pares, lo que vulnera los principios de certeza, legalidad 
y objetividad electorales, con posibilidad de alteración del principio de 
representación proporcional. 
 

- En ese contexto, señala que en el supuesto de postular para la sindicatura a 
una mujer en la planilla encabezada por otra mujer candidata a la presidencia 
municipal, será para un hombre la primera regiduría asignable en esa planilla 
en la elección por el principio de representación proporcional, lo cual incumple 
el principio de paridad vertical, siendo que el texto anterior sí lo respetaba, dado 
que la postulación para la sindicatura debía ser para un hombre, y la primera 
regiduría para una mujer, alternando sucesivamente el orden de las demás 
candidaturas a regidurías. 

- En contraste, indica que si bien el texto vigente permite a los partidos políticos 
duplicar el género femenino en el binomio de las candidaturas a la presidencia 
municipal y a la sindicatura que participan en la elección por el principio de 
mayoría relativa, lo cierto es que no es lo más favorable para las mujeres, a 
quienes se les priva del derecho a contender por la primera regiduría que 
contiende por el principio de representación proporcional; siendo que eso no 
sucede a la inversa, como rige la fracción II (no modificada) del mismo inciso, 
esto es, prevé que si por la presidencia municipal contiende un hombre, la 
candidatura para la sindicatura deberá ser para una mujer, la primera regiduría 
para un hombre, la segunda para una mujer, y así sucesivamente; de lo que se 
advierte que tampoco permite la posibilidad de que una mujer sea candidata a 
la primera regiduría. 
 

- Así, estima que en ninguno de los supuestos contemplados se da la posibilidad 
para que alguna mujer pueda acceder al cargo de primera regiduría; máxime 
que cuando una mujer contiende por la presidencia municipal, si bien se 
contempla la posibilidad de que otra mujer acceda a la sindicatura, lo cierto es 
que esto únicamente resulta de carácter potestativo, por lo que se corre el 
riesgo de que tanto la sindicatura como la primera regiduría sean para un 
hombre, sin que en el caso contrario de que un hombre contienda por la 
presidencia municipal, se pueda dar el supuesto en que una mujer pueda 
contender tanto para la sindicatura como a la primera regiduría, lo que perpetúa 
un estado de desigualdad de la mujer frente al hombre. 
 

- También, señala que ello puede beneficiar más al género hombre, si los 
partidos políticos, por estrategia, optan por postular sólo a hombres en las 
candidaturas a la primera regiduría en municipios eventualmente perdedores, 
excluyendo de esa posibilidad a las mujeres, a cambio de que éstas puedan 
ser candidatas a sindicaturas cuando haya pocas posibilidades de acceso a 
dicho cargo de elección mayoritaria; lo cual altera el principio paritario cincuenta 
por ciento mujeres y cincuenta por ciento hombres en el acceso por el principio 
de representación proporcional en primeras regidurías. 
 

- De ahí, colige que sólo debería admitirse el mismo género mujer en 
candidaturas a sindicaturas de planillas, en las que también contienda una 
mujer para presidenta municipal, en los municipios estadísticamente con 
mayores posibilidades de triunfo de cada partido político.  
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- Aunado, expresa que del contenido de los artículos 115, bases I y VIII, de la 
Constitución Federal, 147, párrafo primero, de la Constitución de Durango, 19, 
numeral 1, 109, numeral 1, fracción VIII, y 267, numeral 1, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado, se constata que la 
postulación de un mayor número de hombres en las regidurías partiendo de la 
primera y continuando en la tercera, la quinta y las demás que correspondan, 
revela que, en caso de asignarse a un partido político un número impar de 
regidores será siempre mayor el número de hombres que accedan al Cabildo, 
vía regidurías, lo que vulnera los preceptos 35, fracción II, y 41, base I, de la 
Norma Fundamental, e incluso se incurre en vulneración a la prohibición de 
discriminación por motivos de género, conculcando el mandato del artículo 1, 
último párrafo, de la Constitución General. 
 

- Cuarto. Enuncia que el artículo 184, numeral 6, inciso b), párrafos primero y 
segundo, fracción I, y el inciso f), párrafos primero y segundo, fracción I, en las 
porciones normativas que se¶alan, respectivamente, ñI. Al menos un bloque 
deberá ser encabezado por fórmula de mujeresò, de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del Estado de Durango, carece de un enfoque de 
alternancia de género por período electivo y, por ello, deviene incongruente, 
porque si la finalidad de que el Instituto determine, en cada caso, tres bloques 
de competitividad, consiste en evitar que a alguno de los géneros le sean 
asignados exclusivamente aquellos municipios o distritos en los que los 
partidos políticos hayan obtenido los porcentajes de votación más bajos en el 
proceso electoral anterior, esto no queda garantizado si sólo sujeta a dichos 
partidos a que una fórmula de mujeres encabece al menos un bloque de 
competitividad, pues bajo un principio de autodeterminación y 
autoorganización, los partidos podrán cumplir esa regla postulando a una 
fórmula de mujeres como cabeza del tercer bloque, a la vez que el primer y el 
segundo bloques son encabezados por fórmulas de hombres. 
 

- De esta forma, refiere que las porciones normativas ñI. Al menos un bloque 
deberá ser encabezado por fórmula de mujeresò, vulneran el principio de 
paridad de género en su enfoque transversal, al carecer tal regulación de un 
enfoque de alternancia de género por período electivo, siendo procedente 
hacer una interpretación conforme de manera que se entienda que, al menos 
un bloque deba ser encabezado por fórmula de género distinto y de manera 
alternada en cada proceso electoral, de manera que, incluso, los otros dos 
bloques alternen también el género de las fórmulas que los encabecen, según 
corresponda a cada proceso comicial; solución que es posible extraerla del 
contenido de los artículos 53, párrafo segundo, y 56, párrafo segundo, de la 
Constitución Federal.  
 

- Concluye que si no es posible dicha interpretación, debe declararse su 
invalidez, ya que si bien se advierte que las mujeres pueden encabezar más de 
un bloque de competitividad, lo cierto es que por la manera en que se redactan 
las porciones normativas impugnadas, el legislador implícitamente admite que 
los partidos políticos releguen a solo una fórmula de mujeres como cabeza de 
bloque de competitividad, sin importar que, eventualmente, sea el tercero de 
ellos donde existan menos posibilidades de triunfo para el partido postulante, 
habida cuenta que tal regulación permite que el género masculino encabece 
dos bloques, que pueden ser los de mayores posibilidades de triunfo, pues no 
hay restricción en ese sentido. 
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- Quinto. Sostiene que el artículo 10, numeral 4, primer párrafo, en la porción 
normativa que indica ñhasta un día antes del inicio de las campañas electorales 
y hasta la entrega, en su caso, de la constancia de mayoríaò, y numeral 5, en 
la porci·n normativa que se¶ala ñademás de cumplir con los requisitos 
establecidos en el párrafo anteriorò, de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, son inconstitucionales. 
 

- Respecto del artículo 10, numeral 4, primer párrafo, en la porción normativa 
que indica ñhasta un día antes del inicio de las campañas electorales y hasta la 
entrega, en su caso, de la constancia de mayoríaò, expone que viola el principio 
de igualdad y no discriminación, frente al derecho de no separarse del cargo 
que, en contraste, tiene los diputados cuando aspiren a su reelección, en 
términos de dicho artículo, numeral 3. 
 

- En esa línea, indica que si la Constitución y la ley electoral estatal establecen 
la elección consecutiva para el mismo cargo de ediles, ello implica el deber de 
respetar la continuidad de su ejercicio, teniendo en cuenta que tanto en la 
elección como en la reelección de los integrantes de los ayuntamientos son 
votados para ejercer el cargo por períodos completos de tres años cada uno.  
 

- Que si bien ese criterio se respeta en el caso de las diputaciones que se 
reelijan, no se garantiza en el caso de los integrantes de los ayuntamientos, a 
quienes solo les da opción de separarse hasta un día antes del inicio de las 
campañas electorales, configurando tal regla un acto discriminatorio prohibido 
por el artículo 1 constitucional; sin perjuicio de que se pueda realizar una 
interpretaci·n conforme en el sentido de que ñpodr§nò separarse de tal cargo, 
sin que pueda ser obligatorio hacerlo para cumplir un requisito de elegibilidad 
que, de incumplirse, traería la negativa o cancelación del registro de la 
candidatura de quien intenta su reelección. 
 

- Así, afirma que la sola circunstancia de que se vean impedidos a separarse del 
cargo en cualquier segmento de ese período de tiempo, implica interrumpir el 
mandato popular que a tales ediles les fue conferido mediante el voto popular, 
atentando contra los derechos del electorado, ya que se puede entender el 
enunciado normativo controvertido en el sentido de que los presidentes 
municipales, síndicos o regidores que aspiren a su elección consecutiva sólo 
pueden separarse del cargo hasta el día anterior al inicio de las campañas, con 
la posibilidad de negativa de registro en caso de no hacerlo. 
 

- Luego, por lo que hace al artículo 10, numeral 5, en la porción normativa que 
se¶ala ñademás de cumplir con los requisitos establecidos en el párrafo 
anteriorò, manifiesta que no tiene razonabilidad, dado que los ministros 
religiosos no son ediles que aspiren a una reelección y, por lo tanto, no manejan 
recursos públicos del ayuntamiento, de los que habla el párrafo anterior, que 
es el segundo del numeral 4. 
 

- Además, sostiene que dicha porción normativa es inconstitucional por falta de 
competencia del legislador local para regular requisitos de elegibilidad tasados 
en una ley de desarrollo constitucional, en tanto que los artículos 130, párrafo 
segundo, inciso d), de la Constitución Federal, y 14 de la Ley de Asociaciones 
Religiosas y Culto Público, ya lo prevén, incluso de forma más completa; lo que 
implica que también deviene inconstitucional por deficiente regulación, ya que 
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ni siquiera remite a lo establecido en los preceptos constitucionales y de su ley 
reglamentaria que regulan el tema. 
 

- De ahí, considera que la porción controvertida, redunda en lo que ya dispone 
el artículo 14, primer párrafo, de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto 
Público, en cuanto al tiempo de antelación en que el ministro debe separarse 
de su ministerio religioso, omitiendo referir ñla formaò para que tal renuncia o 
separación surta efectos y, en su caso, para que se compute el plazo de 
antelación a la fecha de una jornada comicial, a partir de fecha cierta. 
 

- Expresa que de mantenerse el texto impugnado se podría inducir a los 
operadores jurídicos a considerar su aplicación pro persona en el sentido de 
que si lo prevé una norma local igual que la federal, el impedimento es 
superable, con independencia de que el legislador estatal no sea competente. 
 

- Sexto. Considera que los artículos 32 BIS, numeral 3, fracción III, en la porción 
normativa ñCURPò y 187, fracción VI, de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del Estado de Durango, el legislador añade un 
requisito innecesario y desproporcionado, que eventualmente puede incidir en 
el derecho humano de la ciudadanía a ser votada; ello, porque no sólo la clave 
única de registro de población (CURP) aparece en la base de datos de la 
credencial para votar y es información que consta, asimismo, en el acta de 
nacimiento, sino porque la nacionalidad mexicana, como requisito de 
elegibilidad para el acceso a cargos de elección popular, queda probada con 
los documentos antes dichos, cuyas copias se acompañan a toda solicitud de 
registro, y que, además, acreditan la identidad de los ciudadanos en relación 
con lo previsto en el artículo 36, fracción I, de la Constitución. 
 

- De esta forma, refiere que se impone un requisito no previsto en los artículos 
69, 91 y 148 de la Constitución de Durango para ser diputado, gobernador o 
integrante de algún ayuntamiento, siendo que el numeral 116, párrafo segundo, 
constitucional, dispone que los poderes de los Estados se organizarán 
conforme a la constitución de cada uno de ellos y con sujeción a las normas 
que el propio precepto constitucional dispone, aunado con lo establecido en el 
artículo 115 constitucional.  
 

- Que en el artículo 36, fracción I, de la Norma Fundamental, se incluye entre 
otras cuestiones, la obligación de la ciudadanía de inscribirse en el Registro 
Nacional de Ciudadanos en los términos que determinen las leyes, siendo claro 
que actualmente la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional 
Electoral es un documento aceptado oficialmente como identificación de los 
ciudadanos mexicanos, en el cual consta la CURP, y de la cual la autoridad 
electoral local puede tomar el dato, sin obligar a los partidos políticos y a las 
candidaturas independientes, coaliciones o candidaturas comunes al requisito 
engorroso de proporcionarlo doblemente, si ya se acompaña además el acta 
de nacimiento. 
 

- Por tanto, dice que la solicitud de la CURP resulta innecesaria y excesiva, lo 
cual puede llegar a obstaculizar el proceso de registro y aprobación de las 
candidaturas, trayendo como consecuencia la negativa de las personas que 
quieran contender a una candidatura, lo que genera una restricción al derecho 
humano a ser votado, dado que tal exigencia no es susceptible de asociarse 
en forma indefectible, directa, indiscutible o inmediata a un requisito de 
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inelegibilidad de conformidad con la tesis P./J. 13/2012 (10a.) de rubro 
ñDERECHO A SER VOTADO. LOS REQUISITOS PARA SER REGISTRADO 
COMO CANDIDATO A UN CARGO DE ELECCIÓN POPULAR SÓLO 
PUEDEN SER LOS DERIVADOS DIRECTAMENTE DE LOS DIVERSOS DE 
ELEGIBILIDAD.ò 
 

- Finalmente, concluye que es necesario contar con un efectivo derecho a ser 
votado con una actitud del legislador y de la autoridad electoral que facilite de 
manera óptima, sencilla y que no limite, con redundancias, su ejercicio, 
careciendo así de fundamentación y motivación legislativas, con infracción a lo 
previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

 

5. Radicación y turno. Mediante proveídos de siete de septiembre de dos mil 

veintitrés, la Ministra Presidenta de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ordenó formar y registrar los expedientes relativos a las acciones de 

inconstitucionalidad 187/2023 y 188/2023 y las turnó al Ministro Jorge Mario 

Pardo Rebolledo para que instruyera el procedimiento respectivo, ordenando 

su acumulación en atención a que existe identidad respecto del decreto 

legislativo impugnado. 

 

6. Admisión. Por auto de doce de septiembre de dos mil veintitrés, el Ministro 

instructor tuvo a los promoventes por presentados con la personalidad que 

ostentan y admitió las acciones de inconstitucionalidad a reserva de 

precisión sobre sus actuales representantes e integrantes; ordenó dar vista a 

los poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Durango para que 

rindieran su informe y, al hacerlo, con relación al Poder Legislativo, enviara 

copia certificada de los antecedentes legislativos del decreto impugnado, 

incluyendo las iniciativas, los dictámenes de las comisiones correspondientes, 

las constancias de su distribución, las actas de las sesiones en las que se hayan 

aprobado y en las que conste la votación de los integrantes de ese órgano 

legislativo, así como los respectivos diarios de debates, entre otros; y al Poder 

Ejecutivo para que enviara un ejemplar o copia certificada del Periódico Oficial 

del Estado en el que se publicó el decreto controvertido en este medio de control 

constitucional. 

 

7. Asimismo, dio vista a la Fiscalía General de la República para que formulara el 

pedimento respectivo y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, con la 
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finalidad de que, de considerar que la materia de la presente acción de 

inconstitucionalidad trasciende a sus funciones constitucionales, manifestara lo 

que a su representación correspondiera. 

 

8. Por otra parte, solicitó a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación su opinión en relación con las acciones de 

inconstitucionalidad; requirió al Consejero Presidente del Instituto Nacional 

Electoral para que remitiera copia certificada de los estatutos vigentes del 

Partido del Trabajo y del Partido Político MORENA, así como la certificación de 

sus registros vigentes y precisara quién o quiénes son sus actuales 

representantes e integrantes de sus órganos de dirección nacional; y, 

finalmente requirió al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado 

de Durango para que informara la fecha de inicio del próximo proceso electoral 

en la entidad. 

 

9. Desahogo de requerimiento por parte del Instituto Nacional Electoral. 

Mediante oficio INE/DJ/14203/2023 enviado el veintidós de septiembre de dos 

mil veintitrés a través del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal, el 

encargado de despacho de la Dirección Jurídica del Instituto Nacional Electoral 

remitió en copia certificada los estatutos y registros vigentes, así como los 

registros de integración de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del 

Trabajo y del titular de la Presidencia e integración del Comité Ejecutivo 

Nacional del Partido Político MORENA. 

 

10. A dicha promoción recayó el acuerdo de veinticinco de septiembre del año en 

curso, mediante el cual el Ministro instructor tuvo al encargado de despacho de 

la Dirección Jurídica del Instituto Nacional Electoral dando cumplimiento al 

requerimiento formulado en autos. 

 

11. Inicio del proceso electoral. Por folio electrónico 72060/2023 enviado a 

través de MINTER el veintiséis de septiembre de dos mil veintitrés, por el 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Durango, remitió el escrito de 

Paola Aguilar Álvarez Almodóvar, Secretaria Ejecutiva del Instituto Electoral y 
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de Participación Ciudadana de la entidad, mediante el cual informó que el 

proceso electoral local 2023-2024 por el que habrá de renovarse el Congreso 

del Estado de Durango, dará inicio el uno de noviembre de dos mil veintitrés, 

de conformidad con el artículo 87, numeral 1, de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales y de Participación Ciudadana del Estado; 

asimismo, señaló que el treinta y uno de agosto del año en curso, dicho Instituto 

aprob· el ñACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 

ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE 

DURANGO, POR EL QUE SE APRUEBA EL CALENDARIO PARA EL 

PROCESO ELECTORAL LOCAL Y CONCURRENTE CON EL FEDERAL 

2023-2024ò, identificado con la clave IEPC/CG44/2023. 

 

12. Informe del Poder Legislativo del Estado de Durango. Mediante oficio 

recibido el veintiséis de septiembre de dos mil veintitrés en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia, el Secretario de Servicios Jurídicos 

del Congreso del Estado de Durango, en representación del Poder Legislativo 

de dicha entidad rindió su informe donde señaló, en esencia, lo siguiente: 

 

Respecto a los conceptos de invalidez del Partido del Trabajo: 

 

¶ Sobre el primer concepto de invalidez señala que esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 245/2020 y su 
acumulada 250/2020, así como en otros precedentes ha establecido que el 
sistema de elección de diputados por primera minoría es constitucionalmente 
válido atendido al principio de libre configuración interna de los Estados, 
siempre y cuando se observen las limitantes que para el caso impone la 
Constitución Federal. 
 

¶ En ese sentido menciona que la incorporación de diputados electos por 
representación proporcional, mediante el sistema de lista B o primera minoría, 
se ajusta al principio de la libertad de configuración interna de la que gozan los 
estados miembros de la federación, y atiende a los límites que se desprenden 
de la Constitución Federal, al respetar lo atinente a la obligación de incorporar 
en la legislación estatal los principios de mayoría relativa y representación 
proporcional, con libertad de configuración normativa, límite de sobre 
representación, su excepción y límite de subrepresentación, pues analizada la 
legislación local no se advierte que se atente contra dichas limitantes. Refiere 
que los conceptos de invalidez de la parte actora no se encaminan a evidenciar 
la violación a dichos principios limitantes. 
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¶ Argumenta que el propósito del sistema de elección combatido es maximizar la 
representación popular. También indica que el sistema de primera minoría 
privilegia el acceso de representantes populares a una diputación, en aquellos 
distritos en donde la competencia política y la participación ciudadana hayan 
constituido una contienda democrática sobresaliente, por lo que da la 
oportunidad de que los ciudadanos que votaron de manera entusiasta por una 
candidatura, aún no habiendo obtenido el triunfo, puedan ser representados 
ante el Congreso del Estado, lo cual es acorde a un sistema democrático 
mediante el cual se privilegia la voluntad popular, por encima de intereses 
meramente partidarios. 
 

¶ En cuanto al segundo concepto de invalidez aduce que el establecimiento de 
la elección de diputados bajo el principio de primera minoría, se ajusta al 
sistema constitucional establecido en el artículo 116, fracción II y con lo 
establecido en el artículo 66 de la Constitución local.  

 

Respecto a los conceptos de invalidez del Partido Político Morena: 

 

¶ En respuesta al primer, segundo y cuarto concepto de invalidez, por una parte, 
refiere que en la acción de inconstitucionalidad 245/2020 esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación se pronunció sobre el tema de paridad de género. En 
ese sentido, sostiene que las normas impugnadas se ajustan al parámetro de 
regularidad constitucional establecido por este Alto Tribunal. 
 

¶ En relación con el tercer concepto de invalidez, relativo a la impugnación del 
artículo 184 numeral 6, inciso a), fracción 1 de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, señala que el 
accionante parte de premisas que no guardan relación con la norma, 
esencialmente porque éste hace referencia a hechos de realización incierta y 
que en su caso partirían de una interpretación parcial, y de mala fe, por parte 
de un instituto político, y en otro caso, de una conducta omisiva de la autoridad 
electoral. 
 

¶ Respecto del quinto concepto de invalidez, relativo a la impugnación del artículo 
10 numerales 4 primer párrafo y 5 de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales para el Estado de Durango, argumenta por una parte que, la 
redacción del numeral 4 del referido artículo establece de forma literal y expresa 
que, los servidores públicos ahí señalados podrán separarse de su cargo 
público hasta un día antes del inicio de las campañas electorales y hasta la 
entrega, en su caso de la constancia de mayoría; refiriendo que la palabra 
podrán  representa una opción para el candidato y no una obligación o requisito, 
sin embargo, si establece una temporalidad para que tal hecho ocurra. En ese 
sentido, señala que es inexistente la restricción de derechos que aduce el 
partido accionante. 
 

¶ Por otro lado, respecto del numeral 5 del artículo 10 de la citada Ley de 
Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, 
menciona que dicho precepto no debe interpretarse de manera aislada sino en 
forma sistemática por lo que al referirse la porción normativa a que deberán 
cumplir con los mismos requisitos establecidos para los cargos a que se refiere 
el numeral 4 del artículo10 se refiere en realidad a los requisitos generales que 
para acceder a una candidatura se imponen a las personas que aspiran a ella. 
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¶ Finalmente, en respuesta al sexto concepto de invalidez, relativo a la 
impugnación de los artículos 32 Bis. numeral 3, fracción I y 187 fracción VI de 
la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango 
indica que el requisito de la clave única de registro de población no constituye 
un requisito desproporcionado, al obrar ya tal dato en otros documentos que 
también se acompañan como parte de los requisitos, pues los diferentes 
documentos que se exigen para el registro de una candidatura cumplen fines 
distintos. En el caso de la CURP, su función es probar la ciudadanía de su 
titular. 

 

13. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Durango. Mediante oficio 

CGAJ/AI/3380/23 enviado el veintisiete de septiembre de dos mil veintitrés a 

través del Sistema Electrónico de este Alto Tribunal, el Consejero General de 

Asuntos Jurídicos del Gobierno del Estado de Durango, en representación del 

Titular del Poder Ejecutivo de dicho Estado rindió su informe, en el que 

manifestó, en síntesis, lo siguiente:  

 

Respecto a los conceptos de invalidez del Partido del Trabajo: 

 
¶ Señala que el legislador local actuó en ejercicio de la libertad de configuración 

legislativa con la que cuenta al considerar la existencia de la figura de una "Lista 
B" para conformar las listas de diputaciones de representación proporcional, 
que será integrada por aquellas candidaturas que representen a los mejores 
segundos lugares de los partidos políticos. Lo cual es acorde con criterios 
sostenidos de manera reiterada por esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 

¶ Refiere que las normas cuya reforma se controvierte no implican una limitante 
para que los partidos políticos puedan cumplir con su función de hacer posible 
el acceso de los ciudadanos a espacios de representación o que se restrinja la 
participación de estos en la vida democrática. 
 

¶ Argumenta que los artículos impugnados, no resultan contrarios a lo 
establecido en el párrafo tercero del artículo 66 de la Constitución local. 

 
Respecto a los conceptos de invalidez del Partido Político Morena: 

 
¶ Por una parte, indica que contrario a lo que afirma el accionante, la entidad no 

ha sido omisa en dar cumplimiento a la resolución recaída al Incidente de 
Incumplimiento de Sentencia dentro del expediente SUP/RAP/116/2020 y 
acumulados del índice de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, puesto que el Estado de Durango aún cuenta con 
tiempo suficiente para realizar las reformas legales cuya omisión se reclama, 
específicamente en alcanzar la paridad total en los distintos cargos de elección 
popular, así como garantizar la alternancia de género en cada caso. 
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¶ En relación con los bloques de competitividad establecidos en el artículo 184 
de la Ley impugnada, señala que las entidades federativas gozan de cierta 
libertad para establecer las reglas específicas que favorezcan la integración 
paritaria de sus órganos de representación política. 
 

¶ Señala que el accionante parte de premisas falsas al pretender buscar la 
invalidez de una reforma que resulta acorde con la Constitución General y que 
persigue como fin último el fortalecimiento de los derechos político-electorales 
de las mujeres. 
 

¶ Refiere también que este Alto Tribunal ya se ha pronunciado sobre el tema en 
cuestión, por ejemplo, en la contradicción de tesis 275/2016 y en la acción de 
inconstitucionalidad 245/2020 y sus acumuladas; mencionando también que de 
acuerdo con lo ahí resuelto el legislador duranguense cuenta con la libertad de 
configuración para establecer las medidas que considere pertinentes para 
alcanzar la paridad en el ejercicio de los derechos político-electorales de su 
ciudadanía. 
 

¶ Precisa que la figura de los bloques de competitividad, son una medida 
afirmativa que busca garantizar una paridad efectiva, pues tienen como objetivo 
proteger la paridad a través de una estrategia enfocada a combatir los 
resultados de la discriminación que ha mantenido a las mujeres al margen de 
los espacios públicos de toma de decisión, por lo que estos bloques tienden a 
fortalecer el cumplimiento de la obligación constitucional que tienen los partidos 
políticos para garantizar la paridad de género en la postulación de 
candidaturas; además su implementación genera posibilidades reales de ganar 
en las urnas espacios y puestos de elección popular para el género femenino. 

 

14. Opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación. Mediante oficio TEPJF/P/RRM/00148/2023 presentado el 

veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés en el buzón judicial de esta 

Suprema Corte y recibido el dos de octubre siguiente en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, la Sala Superior 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, rindió su informe, en 

el que indicó lo siguiente: 

 

ü Concepto de paridad de género regresivo. Opina que el artículo 3, numeral 
1, fracción XV, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango es constitucional, a partir de una interpretación conforme, 
ya que del marco normativo aplicable se advierte que, en la integración de los 
órganos electorales, administrativos y jurisdiccionales locales debe observarse 
el principio de paridad de género; constituyendo ésta un principio constitucional, 
por lo que no resulta indispensable que las leyes prevean una definición 
expresa, pues el contenido y alcance de dicho principio es independiente a esa 
cuestión; sin embargo, en el caso de que el legislador opte por una definición, 
se torna indispensable que ésta se ajuste al contenido del mandato de 
optimización. 
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Adicionalmente, expone que el principio de paridad de género puede tener 
incidencia en la integración de autoridades electorales, en tanto que el artículo 
41, párrafo segundo, de la Constitución General dispone que en la integración 
de los organismos autónomos se observará tal principio. 
 

Así, refiere que el artículo 99, párrafo 1, de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales contempla que la conformación del órgano de 
dirección superior de los organismos públicos locales debe garantizar la 
paridad, lo que también ocurre con el artículo 106, numeral 1, de dicha ley que 
establece que las autoridades electorales jurisdiccionales en las entidades 
federativas se compondrán de tres o cinco magistrados, según corresponda, 
observando el principio de paridad y alternando el género mayoritario. 
 

Por su parte, señala que los artículos 138 y 141 de la Constitución de Durango, 
82 y 131 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado 
prevén que el nombramiento de las consejerías del Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana y de las magistraturas del Tribunal Electoral, ambos 
de la entidad, se sujetará a las reglas previstas en la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 

En ese contexto, estima que a partir de una interpretación conforme, la sola 
existencia de la norma general resulta suficiente para delinear los alcances del 
principio de paridad de género en la integración de los órganos electorales 
locales, pues la definición establecida por el legislador duranguense no 
obstaculiza o hace nugatorio los alcances de la norma general, dado que ésta 
constituye una norma marco que debe prevalecer a nivel local. 
 

En suma, considera que la fracción impugnada es constitucional, siempre y 
cuando se interprete en el sentido de que la paridad de género aplica en la 
integración del Instituto Electoral y Tribunal Electoral locales. 
 

Finalmente, estima que el concepto de invalidez relacionado con la paridad de 
género en los órganos de designación directa ajenos a la materia electoral no 
es susceptible de opinión, pues dicha cuestión escapa de la materia electoral. 
 

ü Vulneración a la libertad de configuración y al principio de representación 
proporcional. Opina que los art²culos 12, numeral 1, y 282, numeral 2, de la 
de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, 
son constitucionales, toda vez que con relación a la asignación de diputaciones 
por el principio de representación proporcional existe criterio reiterado del Alto 
Tribunal en el sentido de que las legislaturas de las entidades federativas 
cuentan con libertad de configuración legislativa para definir la conformación 
de los órganos legislativos. 
En ese sentido, sostiene que se ha considerado que el diseño de los cuerpos 
legislativos de los Estados se encuentra desarrollado en el art²culo 116, 
fracci·n II, p§rrafo tercero, de la Ley Fundamental, previendo que las 
legislaturas de las entidades se integrar§n con diputados elegidos por los 
principios de mayor²a relativa y representaci·n proporcional, en los t®rminos 
que se¶alen sus leyes. 
 
As², se¶ala que la Suprema Corte ha establecido que la introducci·n del 
sistema electoral mixto instituye la obligaci·n de integrar legislaturas con 
diputados electos por los principios de mayor²a relativa y representaci·n 
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proporcional, pero no vincula a los congresos locales a adoptar, tanto para los 
Estados como los Municipios, reglas espec²ficas para reglamentarlos, en el 
entendido de que no pueden desnaturalizar o contravenir las bases generales 
salvaguardadas por la Ley Suprema que garantiza la efectividad del sistema 
electoral mixto. 
 

De igual manera expone que el Tribunal Pleno tambi®n se ha pronunciado en 
el sentido de que el referido art²culo 116, fracci·n II, p§rrafo tercero, 
constitucional, dispone que para la integraci·n de las legislaturas locales debe 
atenderse a los principios de mayor²a relativa y representaci·n proporcional, 
sin se¶alar condiciones adicionales, raz·n por la cual, los Estados gozan de un 
amplio espacio de configuraci·n legislativa en la materia y, en esa medida, 
est§n facultadas para imprimir al sistema electoral las particularidades de sus 
realidades concretas y necesidades, a condici·n de instaurar un sistema 
electoral mixto. 
 

Por tanto, dice que contrario a se¶alado por el Partido accionante, con la 
conformaci·n de la lista ñBò para la asignaci·n de curules por el principio de 
representaci·n proporcional, no se viola el derecho al voto en ninguna de sus 
vertientes, debido a que los ciudadanos votan por los candidatos de mayor²a 
relativa, y en el momento en que se hace la asignaci·n de diputaciones a 
quienes hayan obtenido el mayor n¼mero de sufragios, termina la elecci·n por 
ese principio, sin que exista un derecho de los candidatos de mayor²a 
perdedores a ser reacomodados. 
 

Luego, sostiene que de ninguna manera existe la necesidad de modificar las 
bases previstas en el art²culo 66 de la Constituci·n local, como alude el 
accionante, puesto que dicho precepto estatuye la conformaci·n del Congreso 
local, precis§ndose que se constituye por veinticinco diputados, de los cu§les 
quince ser§n electos bajo el principio de votaci·n mayoritaria relativa mediante 
el sistema de distritos electorales uninominales, y diez bajo el principio de 
representaci·n proporcional mediante listas votadas en la circunscripci·n 
plurinominal que corresponder§ a la totalidad del territorio del Estado. 
 

De esta forma, expresa que los art²culos controvertidos no establecen 
par§metros que modifiquen el n¼mero de diputados electos bajo el principio de 
representaci·n proporcional, sino ¼nicamente una cuesti·n propia del 
desarrollo de la asignaci·n, pues del art²culo 12, numeral 1, se advierte que 
contempla la integraci·n de diez diputaciones por dicho principio. 
 

ü Omisi·n legislativa al excluir la regulaci·n de alternancia. Opina que el 
art²culo 29, numeral 1, fracci·n XIV, de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, es conforme a la Constitución Federal, 
pues la materia que regula se encuentra amparada en la libertad de 
configuraci·n del Congreso local, sin que exista un mandato constitucional para 
las legislaturas locales de regulan la alternancia de g®nero por proceso electivo 
en los cargos a la gubernatura. 
 

Que de la disposici·n normativa no se advierte, en s² mismo, un vicio de 
inconstitucionalidad, ya que el sistema competencial de regulaci·n en materia 
de paridad de g®nero atribuye a las legislaturas locales la implementaci·n del 
principio para la elecci·n a la gubernatura, sin que la Constituci·n General 
imponga un modelo ¼nico o mecanismo espec²fico. 
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Expone que los art²culos transitorios de la reforma constitucional conocida 
como paridad en todo, impusieron el deber tanto al Congreso de la Uni·n, como 
a las legislaturas locales de realizar los ajustes a los ordenamientos que 
correspondieran, para el efecto de que el principio de paridad en la postulaci·n 
paritaria de candidaturas dispuesta en el art²culo 41 constitucional, sea 
observado a quienes tomen posesi·n de su cargo, a partir del proceso electoral 
federal o local siguiente a la entrada en vigor del Decreto; siendo que mediante 
Decreto de trece de abril de dos mil veinte, el Congreso de la Uni·n reform· 
diversos ordenamientos en materia de paridad, entre los que incluy· a la Ley 
General de Partidos Pol²ticos, considerando la obligaci·n de postulaci·n 
paritaria para los partidos pol²ticos en las candidaturas federales y locales, as² 
como en la integraci·n de los ayuntamientos y de las alcald²as. 
 

As², indica que no se previeron reglas o directrices comunes por cuanto a la 
obligaci·n de postulaci·n paritaria en el caso de cargos unipersonales como 
son las gubernaturas de las entidades federativas; por lo que la fracci·n 
cuestionada es constitucional, ya que el mandato de paridad de g®nero no 
impone una medida espec²fica para alcanzar su efectiva observancia, de modo 
que la falta de previsi·n de la alternancia de g®nero, como lo sostiene el 
accionante, no vuelve la disposici·n inconstitucional al no existir una 
contravenci·n con el texto de la Norma Suprema. 
 

Por ¼ltimo, considera inatendibles los planteamientos relacionados con la 
inobservancia del criterio de la Sala Superior en el SUP-RAP-116/2020 y su 
incidente de incumplimiento, porque en ning¼n apartado se orden· la 
implementaci·n de la alternancia en el g®nero a fin de hacer cumplir el mandato 
de paridad en la elecci·n a la gubernatura de Durango. 
 

ü Vulneraci·n al principio de paridad vertical. Opina que el art²culo 184, 
numeral 6, inciso a), fracci·n III, de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, es constitucional porque obedece al válido 
ejercicio de libertad de configuración del Congreso local para emitir reglas para 
cumplir con el principio de paridad en la integración de los ayuntamientos, sin 
que se vulnere dicho principio en su vertiente vertical. 
 

Sostiene que la regulaci·n en materia de paridad para cargos de elecci·n 
popular (estatales) es una materia que debe regularse por las legislaturas, pues 
del an§lisis sistem§tico de lo dispuesto en los art²culos 35, fracci·n II, y 41, 
Base I, del texto fundamental, se advierte que el Constituyente Permanente 
dispuso que tanto el derecho al sufragio pasivo en condiciones paritarias como 
la obligaci·n de postular candidaturas, est§n sujetas al cumplimiento de los 
t®rminos y condiciones que se dispongan en la ley; siendo que el numeral 115, 
fracci·n I, constitucional, prev® que cada municipio ser§ gobernado por un 
ayuntamiento de elecci·n popular directa, integrado por un Presidente y el 
n¼mero de regidur²as y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con 
el principio de paridad. 
 

De esta forma, se¶ala que la disposici·n normativa impugnada no vulnera el 
principio de paridad vertical, ya que el legislador local previ·, para garantizar 
®sta en la conformaci·n total de la planilla, la obligaci·n que si por la 
presidencia municipal contiende un hombre, la candidatura para la sindicatura 
deber§ ser para una mujer, la primera regidur²a para un hombre, la segunda 
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para una mujer y as² sucesivamente hasta agotar todas las posiciones y, como 
medida positiva dispuso que en caso de que para la presidencia municipal 
contienda una mujer, la candidatura para la sindicatura podr§ corresponder a 
otra mujer, la primera regidur²a para un hombre, la segunda para una mujer y 
as² sucesivamente; siendo que esa regla es potestativa, pues se deja a la 
voluntad de los partidos pol²ticos postular mujeres en los cargos a la 
presidencia municipal y sindicatura, por lo que depender§ de sus estrategias 
pol²ticas optar o no por tal. 
 

En esa l²nea, dice que en caso de que un partido pol²tico postule a mujeres en 
los cargos de presidencia municipal y sindicatura, no se afecta el principio de 
paridad de g®nero en la postulaci·n total de la planilla, sino que se maximiza, 
ya que en la postulaci·n de regidur²as se prev® la alternancia de g®nero, por lo 
que la totalidad de la integraci·n del ayuntamiento siempre garantizar§ dicha 
paridad; lo cual tiene como consecuencia que, respetando la regla de 
alternancia en la postulaci·n de regidur²as, siempre existan m§s mujeres en la 
postulaci·n total de la planilla al ayuntamiento, pues al ser impar la integraci·n 
de ®ste, se garantiza la postulaci·n mayoritaria de mujeres para la presidencia, 
sindicaturas y regidur²as en igual proporci·n de g®neros. 
 

Aunado, estima que la medida positiva implementada por el legislador local 
garantiza que las mujeres accedan a los cargos de mayor relevancia en el 
ayuntamiento, porque dicha medida se encamina a acelerar la participaci·n 
pol²tica de las mujeres en cargos p¼blicos de direcci·n y liderazgo pol²tico. 
 

Concluye que de la lectura integral del numeral correspondiente, se advierte 
que si un partido pol²tico postula a un hombre para el cargo de sindicatura, 
necesariamente tendr§ que postular a una mujer en el cargo de primera 
regidur²a y as² sucesivamente, en atenci·n a la regla de alternancia prevista en 
ese art²culo. 
 

ü Vulneraci·n al principio de paridad transversal. Opina que el art²culo 184, 
numeral 6, inciso b), fracci·n I, e inciso f), fracci·n I, de la Ley de Instituciones 
y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, es constitucional, porque 
la implementaci·n de bloques de competitividad se encuentra dentro de la libre 
configuraci·n de las entidades federativas, y esa figura tiene como finalidad 
promover la participaci·n de las mujeres en las contiendas electorales en 
condiciones de igualdad, a efecto de garantizar la paridad transversal, sin que 
exista un mandato constitucional de regularla en un determinado sentido. 
 

Que con ello se pone fin a la pr§ctica reiterada de los partidos pol²ticos de 
postular candidaturas de mujeres ¼nicamente en los territorios en los que tienen 
poca fuerza pol²tica y postular candidaturas de hombres en los bloques de 
competitividad alta, ya que se asegura: (A) La paridad de g®nero en cada 
bloque de competitividad, (B) que por lo menos un bloque de competitividad 
sea encabezado por una f·rmula de mujeres y, (C) la prohibici·n de postular 
candidaturas mujeres en los dos ¼ltimos municipios o distritos del ¼ltimo bloque 
de competitividad; m§xime que se garantiza que el bloque alta y media se 
integre paritariamente. 
 

As², menciona que no asiste raz·n al Partido Morena cuando alega que debe 
realizarse una interpretaci·n conforme para implementar la regla de alternancia 
en las f·rmulas que encabezar§n los bloques de competitividad por proceso 
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electivo, pues no existe ning¼n mandato constitucional para que el legislador 
local implemente la paridad transversal en los mismo t®rminos utilizados para 
las diputaciones federales y senadur²as, ni tampoco para que se implemente la 
regla de alternancia por proceso efectivo en los bloques de competitividad. 
 

Luego, se¶ala que las porciones normativas controvertidas son 
constitucionales, porque la medida especial implementada exige dividir las 
candidaturas de los partidos pol²ticos en tres bloques de competitividad, y que 
en cada uno de ellos se postule de manera paritaria a mujeres y hombres, con 
la finalidad de evitar que a alg¼n g®nero le sean asignados distritos o 
ayuntamientos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votaci·n 
m§s bajos, considerando el proceso electoral local anterior; adem§s de que se 
establece la prohibici·n de postular candidaturas mujeres en los dos ¼ltimos 
municipios o distritos del ¼ltimo bloque, lo que constituye una medida adicional 
para garantizar la paridad transversal, por lo que se traduce en un mecanismo 
que debe interpretarse de forma que genere mayor beneficio a las mujeres. 
 

ü Separaci·n en el cargo por reelecci·n. Opina que el art²culo 10, numerales 
4 y 5, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de 
Durango, es constitucional, ya que respecto al numeral 4, el vocablo ñpodr§ò 
debe interpretarse como la posibilidad que tienen los titulares de las 
presidencias municipales, sindicaturas y regidur²as de elegir entre separarse o 
no del encargo en caso de optar por competir en una elecci·n consecutiva. Esto 
es, la separaci·n del encargo corresponde con una situaci·n contingente u 
optativa que se encuentra en el §mbito de decisi·n de quien participa en la 
elecci·n consecutiva. 
 

Expone que el Alto Tribunal ha sostenido que los congresos locales gozan de 
libertad de configuraci·n para establecer si los diputados, presidentes 
municipales o s²ndicos que pretendan reelegirse deban o no separarse del 
encargo; esto, sobre la base de que el Constituyente no les previ· obligaci·n 
de separarse del cargo durante las campa¶as electorales en las que pretendan 
reelegirse, por lo que no existe impedimento a nivel constitucional para 
continuar en la funci·n mientras desarrollan proselitismo pol²tico. 
 

Por otro lado, refiere que es constitucional la disposici·n normativa del numeral 
5 que exige a los ministros de culto satisfacer los requisitos del p§rrafo previo, 
porque de una interpretaci·n arm·nica de lo previsto en los numerales 4, 
segundo p§rrafo, y el referido 5, se desprende la prohibici·n del uso de recursos 
p¼blicos para actividades proselitistas de las candidaturas que en alg¼n 
momento fueron ministros de culto. 
 

Bajo esa l·gica, sostiene que la porci·n normativa impugnada no implica que 
esas candidaturas en su calidad de ex ministros de alg¼n culto religioso 
manejen recursos p¼blicos, sino que en el contexto de eventos proselitistas se 
abstengan de utilizar la infraestructura, personal, veh²culos o cualquier otro bien 
que sea propiedad de una dependencia p¼blica; lo cual es acorde con lo 
previsto en el art²culo 134, p§rrafo s®ptimo, de la Constituci·n General, que 
implement· el principio de imparcialidad en el uso de recursos p¼blicos y la 
consecuente prohibici·n a los servidores p¼blicos de aplicar con los recursos 
que est®n bajo su responsabilidad con el fin de influir en las contiendas 
electorales. 
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Finalmente, considera que los planteamientos dirigidos a evidenciar una 
deficiente regulaci·n en los requisitos de elegibilidad previstos para ministros 
de culto no requieren una opini·n especializada, pues est§n sustentados sobre 
la base de que el contenido del citado numerar 5 debi· reiterar o remitir al 
contenido del art²culo 130 de la Constituci·n Federal, as² como a la formalidad 
prevista en el diverso 14 de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto P¼blico. 
 

ü Convenio de candidatura com¼n. Opina que los art²culos 32 BIS, numeral 3, 
fracci·n III, y 187, fracci·n IV, de la Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de Durango, son constitucionales, toda vez que el 
requisito de la CURP dota de certeza a la elecci·n, dado que se tutela la 
observancia de los requisitos de elegibilidad con los que deben de cumplir las 
candidaturas a un cargo de elecci·n popular, como son la nacionalidad 
mexicana, la ciudadan²a duranguense y la edad m²nima para ocupar un cargo 
popular, previstos en el art²culo 116, fracci·n I, ¼ltimo p§rrafo, de la Constituci·n 
Federal. 
 

Que no se trata propiamente de una norma que obstaculice desmedida e 
injustificadamente el derecho a ser votado, porque la exigencia de la CURP no 
es una carga de imposible ejecuci·n, pues no causa un gasto econ·mico y su 
obtenci·n es v²a electr·nica; sirviendo de referencia el criterio contenido en la 
tesis P./J. 96/2011 (9a.), en donde se precis· que requisitos como la edad o la 
residencia se refieren a las condiciones habilitantes que la ley puede imponer 
para ejercer los derechos pol²ticos, y las restricciones basadas en esos criterios 
son comunes en las legislaciones electorales nacionales, siempre y cuando no 
sean desproporcionados o irrazonables.  

 

15. Autos a la vista a efecto de formular alegatos. Mediante acuerdo de cuatro 

de octubre de dos mil veintitrés, el Ministro instructor tuvo a la Secretaria 

Ejecutiva del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 

Durango, así como al Magistrado Presidente y Actuario de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, desahogando el 

requerimiento formulado por auto de doce de septiembre del año en curso; tuvo 

al Consejero General de Asuntos Jurídicos del Gobierno y al Secretario de 

Servicios Jurídicos del Congreso, ambos de Durango, por presentados con la 

personalidad que ostentan, rindiendo informe en representación de los poderes 

Ejecutivo y Legislativo de la entidad; y ordenó que los autos quedaran a la vista 

de las partes para que formularan por escrito sus alegatos. 

 

16. Alegatos del partido MORENA. Por escrito presentado el once de octubre de 

dos mil veintitrés en el buzón judicial de este Alto Tribunal y recibido en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el trece siguiente, el 

delegado del partido político MORENA formuló sus alegatos sosteniendo, en 
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esencia, que el Congreso del Estado de Durango no combate los conceptos de 

invalidez hechos valer, ya que se limita a transcribir una porción de la acción de 

inconstitucionalidad 245/2020 y su acumulada 250/2020, para señalar que las 

normas reformadas se ajustan al parámetro de regularidad constitucional 

establecido por el Alto Tribunal. 

 

17. Pedimento del Fiscal General de la República. El funcionario citado no 

formuló pedimento en la presente acción de inconstitucionalidad y su 

acumulada. 

 

18. Alegatos y cierre de instrucción. Mediante acuerdo de dieciséis de octubre 

de dos mil veintitrés, el Ministro instructor tuvo al partido político MORENA 

formulando los alegatos y al Congreso del Estado de Durango remitiendo copia 

certificada de diversas constancias relacionadas con los antecedentes 

legislativos del Decreto impugnado; y, visto el estado procesal del expediente, 

cerró la instrucción a efecto de elaborar el proyecto de resolución 

correspondiente. 

 

I. COMPETENCIA 

 

19. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 

competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad y su 

acumulada, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso 

f)1, de la Constitución General y 10, fracción I2, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, toda vez que los promoventes plantean la posible 

 
1 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en 
los t®rminos que se¶ale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (é) 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre 
una norma de carácter general y esta Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes 
a la fecha de publicaci·n de la norma, por: (é) 
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias 
nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en 
una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales 
expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorg· el registro; (é) 
2 Artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las 
fracciones I y II del art²culo 105 de la Constituci·n Pol²tica de los Estados Unidos Mexicanos; (é) 
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contradicción entre diversos artículos modificados mediante el Decreto No. 407 

mediante el cual se aprueban diversas disposiciones de la Ley de Instituciones 

y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, publicado el treinta y uno 

de julio de dos mil veintitrés en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Durango y la Constitución Federal. 

 

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS 

 

20. Ambos accionantes impugnaron el Decreto No. 407 mediante el cual se 

aprueban diversas disposiciones de la Ley de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Estado de Durango, publicado el treinta y uno de julio de dos mil 

veintitrés en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango.  

 

21. Ahora bien, de la lectura integral de sus escritos iniciales se advierte que 

específicamente reclamaron las siguientes normas: 

 

ACCIONANTE ARTÍCULOS IMPUGNADOS 

PARTIDO DEL TRABAJO 
- Artículo 12, numeral 1. 
- Artículo 282, numeral 2. 

 

PARTIDO POLÍTICO MORENA 

- Artículo 3, numeral 1, fracción XV. 
- Artículo 29, numeral 1, fracción 

XIV.  
- Artículo 184, numeral 6, inciso a), 

fracción III.  
- Artículo 184, numeral 6, incisos b), 

primer y segundo párrafo, fracción 
l), y el inciso f), primer y segundo 
párrafo, fracción I.  

- Artículo 10, numerales 4, primer 
párrafo, y 5. 

- Artículo 32 Bis, numeral 3, fracción 
III.  

- Artículo 187, fracción VI. 
 

 

22. No pasa inadvertido que el seis de agosto de dos mil veintitrés se publicó en el 

Periódico Oficial del Estado de Durango una fe de erratas al contenido del 

artículo 282, numeral 2, correspondiente al Decreto No. 407; sin embargo, 

conforme a la tesis P./J. 30/2013 (9a.) de rubro ñCONTROVERSIA 
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CONSTITUCIONAL. ANÁLISIS DE LA NORMA IMPUGNADA CUANDO CON 

POSTERIORIDAD SE CORRIGE A TRAV£S DE UNA FE DE ERRATASò3, 

aplicada por analogía, debe analizarse la norma en su texto posterior a la fe 

de erratas, pues ésta es una disposición legal consistente en la corrección 

de errores cometidos en su publicación oficial, la cual tiene una presunción 

de validez de que efectivamente se subsanen errores tipográficos o incluso de 

coincidencia con la voluntad real del órgano legislativo, por lo que el Tribunal 

Pleno deberá analizar la norma a la luz del texto corregido, ya que el original se 

ha sustituido con la corrección realizada. Así, se advierte que se corrigió la 

errata en el texto, para mantener el correcto en el sentido de que las 

candidaturas por el principio de mayoría relativa que, no habiendo obtenido la 

mayoría de votos en su distrito, hubieren obtenido un mayor porcentaje de 

votación, como se muestra en el cuadro siguiente: 

 
DECRETO 31/07/2023 FE DE ERRATAS 26/08/2023 

Artículo 282.  
(é) 

2. La asignación de las diputaciones de 
representación proporcional que 
correspondan a cada partido político se 
realizará comenzando con los candidatos de 
la lista registrada previamente, en su caso, 
para la siguiente se recurrirá a la lista 
conformada por las candidaturas de ese 
partido registradas por el principio de mayoría 

relativa que, no habiendo obtenido la 

mayoría de votos en su distrito, hubieren 
obtenido la mayoría de votos en su 
distrito, hubieren obtenido un mayor 
porcentaje de votación, y así 
sucesivamente hasta concluir con el total 
de diputaciones asignadas a cada partido 
político. La suplencia será asignada a la 
persona registrada como compañera en 
cada fórmula. Se determinará una lista 
definitiva intercalando las fórmulas de 
ambas listas, que será encabezada 

Artículo 282.  
(é) 
2. La asignación de las diputaciones de 
representación proporcional que 
correspondan a cada partido político se 
realizará comenzando con los candidatos 
de la lista registrada previamente, en su 
caso, para la siguiente se recurrirá a la lista 
conformada por las candidaturas de ese 
partido registradas por el principio de 
mayoría relativa que, no habiendo obtenido 
la mayoría de votos en su distrito, hubieren 
obtenido un mayor porcentaje de 
votación, y así sucesivamente hasta 
concluir con el total de diputaciones 
asignadas a cada partido político. La 
suplencia será asignada a la persona 
registrada como compañera en cada 
fórmula. Se determinará una lista definitiva 
intercalando las fórmulas de ambas listas, 
que será encabezada siempre por la 
primera fórmula de la lista de los partidos 

 
3 De texto ñLa fe de erratas en una disposición legal consiste en la corrección de errores cometidos en 
su publicación oficial, la cual tiene una presunción de validez de que efectivamente se subsanen errores 
tipográficos o incluso de coincidencia con la voluntad real del órgano legislativo. En este sentido, 
cuando en una controversia constitucional se impugne una norma que posteriormente fue corregida 
mediante alguna fe de erratas, el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá 
analizar la norma a la luz del texto corregido, ya que el original se ha sustituido con la corrección 
realizada. Además, para  no dejar sin defensas a la parte actora -toda vez que los conceptos de 
invalidez los planteó en relación con la primera norma publicada-, deberá identificar la cuestión 
efectivamente planteada para, en todo caso, suplir la deficiencia de la queja y atender a los conceptos 
de invalidez.ò 
P./J. 30/2013 (9a.), Pleno, Jurisprudencia, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, libro XXII, julio de 2013, tomo 1, registro 159825, página 45.  
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siempre por la primera fórmula de la lista de 
los partidos registrada previamente. Tal 
intercalado podrá generar bloques de hasta 
dos fórmulas del mismo género, pero de 
diferente lista de origen. 

registrada previamente. Tal intercalado 
podrá generar bloques de hasta dos 
fórmulas del mismo género, pero de 
diferente lista de origen. 
 

 

III. OPORTUNIDAD 

 

23. De los escritos iniciales por los que se presentaron las acciones de 

inconstitucionalidad, se advierte que los promoventes señalan como norma 

general impugnada el Decreto No. 407 mediante el cual se aprueban diversas 

disposiciones de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del 

Estado de Durango, publicado el treinta y uno de julio de dos mil veintitrés en 

el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango y la Constitución 

Federal. 

 

24. Por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover la acción 

transcurrió del martes uno al miércoles treinta de agosto de dos mil 

veintitrés. 

 

25. En consecuencia, si la acción de inconstitucionalidad se presentó en el buzón 

judicial de este Alto Tribunal el treinta de agosto de dos mil veintitrés, es 

evidente que su promoción resulta oportuna. 

 

IV. LEGITIMACIÓN 

 

26. A continuación, se procederá a analizar la legitimación de quienes promueven, 

por ser un presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción. 

 

27.  Los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Federal, y 62, último 

párrafo, de la Ley Reglamentaria de la materia disponen: 

 

ñArtículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
t®rminos que se¶ala la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (é) 
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II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear 
la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los 
treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 
(é) 
 
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional 
Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de 
leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro 
en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en 
contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad 
federativa que les otorg· el registro; (é)ò. 
 
ñArt²culo 62. (é) 
 
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán 
parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes 
electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta 
ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus 
dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les 
será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos 
del art²culo 11 de este mismo ordenamiento.ò 

 

28. De conformidad con los artículos transcritos, los partidos políticos con registro 

ante el Instituto Nacional Electoral o con registro en una entidad federativa, por 

conducto de sus dirigencias respectivas, podrán promover acción de 

inconstitucionalidad en contra de leyes electorales federales o locales, para lo 

cual deben satisfacer los siguientes extremos: 

 

V Que el partido político cuente con registro ante la autoridad electoral 

correspondiente; 

V Que el partido político promueva por conducto de su dirigencia (nacional 

o local según sea el caso) y que, quien suscriba a nombre y en 

representación del partido político, cuente con facultades para ello y 

V Que las normas impugnadas sean de naturaleza electoral, federales o 

locales en el caso de que los accionantes sean partidos políticos 

nacionales y, en el caso de los partidos políticos locales, exclusivamente 

en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad 

federativa que les otorgó el registro. 
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PARTIDO DEL TRABAJO 

 

29. La acción de inconstitucionalidad 187/2023 fue suscrita por Alberto Anaya 

Gutiérrez, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo 

Sandoval Flores, Oscar González Yáñez, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, 

Magdalena del Socorro Núñez Monreal, María de Jesús Páez Güereca, 

Geovana del Carmen Bañuelos de la Torre, María del Consuelo Estrada Plata, 

Sonia Catalina Álvarez y Mary Carmen Bernal Martínez, quienes se ostentaron 

como integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del 

Trabajo.  

 

30. Ahora, de las constancias remitidas por el Instituto Nacional Electoral se 

advierte lo siguiente: 

 

V El Partido del Trabajo cuenta con registro como Partido Político 

Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado 

del Instituto Nacional Electoral de veintiuno de septiembre de dos mil 

veintitrés. 

 

V La Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo actualmente 

se encuentra integrada por (1) Alberto Anaya Gutiérrez, (2) Alejandro 

González Yáñez, (3) Ángel Benjamín Robles Montoya, (4) Francisco 

Amadeo Espinosa Ramos, (5) Geovana del Carmen Bañuelos de la 

Torre, (6) Ma. Mercedes Maciel Ortiz, (7) Magdalena del Socorro Núñez 

Monreal, (8) María de Jesús Páez Güereca, (9) María del Consuelo 

Estrada Plata, (10) María Guadalupe Rodríguez Martínez, (11) Mary 

Carmen Bernal Martínez, (12) Oscar González Yáñez, (13) Pedro 

Vázquez González, (14) Reginaldo Sandoval Flores (15) Ricardo Cantú 

Garza (16) Rubén Aguilar Jiménez y (17) Sonia Catalina Álvarez, según 

certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto 

Nacional Electoral de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés. 
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V El artículo 44, inciso c), de los Estatutos del Partido del Trabajo4 dispone 

que el Consejo Directivo Nacional estará legitimado para interponer las 

acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime 

pertinentes. Asimismo, este precepto, en su inciso a)5, prevé que el 

Consejo Directivo Nacional tendrá la facultad de la representación 

política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de asuntos de 

carácter judicial, laboral, mercantil, civil, financiero, político, electoral, 

administrativo, patrimonial y otros, y para delegar poderes y/o establecer 

contratos o convenios en el marco de la legislación vigente. 

 

V Aunado a ello, de acuerdo con el artículo 43 de los estatutos del partido6, 

el Consejo Directivo Nacional se integrará con un mínimo de nueve y 

hasta diecisiete integrantes, siendo que todos los acuerdos, 

resoluciones y actos del Consejo tendrán plena validez en su caso, 

con la aprobación y firma de la mayoría de sus integrantes. 

 

31. No pasa inadvertido para este Alto Tribunal que los promoventes de la acción 

de inconstitucionalidad se ostentaron como integrantes de la Comisión 

Coordinadora Nacional, sin embargo, de una revisión efectuada a los estatutos 

remitidos por el Instituto Nacional Electoral, se advierte que la denominación 

actual de su órgano de representación política y legal es Consejo Directivo 

Nacional. 

 
4 ñArt²culo 44. Son atribuciones y facultades del Consejo Directivo Nacional: (é)  
El Consejo Directivo Nacional estará legitimado para interponer, en términos de la fracción II del Artículo 
105 Constitucional, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentesò. 
5 ñArt²culo 44. Son atribuciones y facultades del Consejo Directivo Nacional: 
a) Ejercer la representación política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de asuntos de carácter 
judicial, laboral, mercantil, civil, financiero, político, electoral, administrativo, patrimonial y otros, y para 
delegar poderes y/o establecer contratos o convenios en el marco de la legislación vigente. También 
tendrá facultad de mandatar y conceder poder cambiario y autorizar la apertura, cierre, cancelación, 
ejercicio y operación de cuentas bancarias a los tesoreros nacionales y de las Entidades Federativas. 
(é)ò 
6 ñArt²culo 43. El Consejo Directivo Nacional se integrar§ con un m²nimo de nueve y hasta diecisiete 
integrantes, en ningún caso, habrá un número superior al cincuenta por ciento más uno de un mismo 
género, en garantía al principio de paridad de género, se elegirán en cada Congreso Nacional ordinario, 
bajo los principios de paridad sustantiva y de género. Asimismo, será la representación política y legal 
del Partido del Trabajo y de su dirección Nacional. Deberá ser convocada por lo menos con tres días 
de anticipación de manera ordinaria una vez a la semana y de manera extraordinaria por lo menos con 
un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus integrantes. El quórum legal para 
sesionar se integrará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos, 
resoluciones y actos del Consejo Directivo Nacional tendrán plena validez en su caso, con la aprobación 
y firma de la mayor²a de sus integrantesò. 
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PARTIDO POLÍTICO MORENA 

 

32. Por otra parte, la acción de inconstitucionalidad 188/2023 fue suscrita por Mario 

Martín Delgado Carrillo, ostentándose como Presidente del Comité Ejecutivo 

Nacional del Partido Político MORENA.  

 

33. De las constancias remitidas por el Instituto Nacional Electoral se advierte lo 

siguiente: 

 

V El Partido MORENA cuenta con registro como Partido Político Nacional, 

según certificación expedida por la Directora del Secretariado del 

Instituto Nacional Electoral de veintiuno de septiembre de dos mil 

veintitrés. 

 

V Mario Martín Delgado Carrillo se encuentra registrado como Presidente 

del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Político Nacional MORENA, 

según certificación expedida por la Directora del Secretariado del 

Instituto Nacional Electoral de veintiuno de septiembre de dos mil 

veintitrés. 

 

V El artículo 38, inciso a)7, del Estatuto de MORENA; establece que el 

Presidente del Comité Ejecutivo Nacional tiene la atribución de 

representar legalmente al partido. 

 

34. Asimismo, las normas impugnadas son de naturaleza electoral, al regular 

diversos aspectos directamente vinculados con los procesos electorales, todas 

 
7 ñArt²culo 38. El Comit® Ejecutivo Nacional conducir§ a nuestro partido en el pa²s entre sesiones del 
Consejo Nacional. (é) 
Estará conformado, garantizando la paridad de género, por doce personas en total, cuyos cargos y 
funciones serán los siguientes: 
a. Presidente/a, deberá conducir políticamente al partido y será su representante legal en el país, 
responsabilidad que podrá delegar en la Secretaría General en sus ausencias; coordinará la 
elaboración de la convocatoria a los Congresos Distritales, Estatales y Nacional. En casos 
excepcionales podr§ otorgar poderes para el mejor despacho de asuntos de su competencia. (é)ò. 
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ellas contenidas en la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del 

Estado de Durango. 

 

35. Por tanto, este Tribunal Pleno concluye que las acciones de inconstitucionalidad 

fueron promovidas por parte legitimada para ello. 

 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

 

36. Del contenido de los informes rendidos por los Poderes Ejecutivo y Legislativo, 

ambos del Estado de Durango, no se advierte el planteamiento de alguna causa 

de improcedencia para la presente acción de inconstitucionalidad y su 

acumulada. 

 

37. Tampoco se advierte la existencia de alguna causa de improcedencia que se 

actualice de oficio por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que 

se procede al estudio de fondo de los argumentos hechos valer por los partidos 

políticos accionantes. 

 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

 

38. En este apartado, se analizarán los conceptos de invalidez formulados por el 

partido político promovente conforme a los temas siguientes:  

 

APARTADO TEMA ARTÍCULOS IMPUGNADOS 

VI.1. 

ASIGNACIÓN DE DIPUTADOS 
ELECTOS POR EL PRINCIPIO 
DE REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL 
(ELABORACIÓN DE LA LISTA 
B). 
(Primer y segundo conceptos de 
invalidez del Partido del Trabajo) 
 

Artículos 12, numeral 1, y 282, 
numeral 2, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de 
Durango. 

VI.2. 
IMPUGNACIONES POR VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE 
PARIDAD DE GÉNERO 
 

A. 
Parámetro de regularidad constitucional del principio de 
paridad de género en materia electoral 
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B. 
Análisis de los conceptos de invalidez formulados por el 
partido político MORENA 
 

VI.2. 

TEMA 1. Eliminación de los 
nombramientos de cargos por 
designación en el concepto de 
paridad de género 
(Primer concepto de invalidez 
del partido político MORENA) 
 

Artículo 3, numeral 1, fracción 
XV, de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 

VI.2. 

TEMA 2. Alternancia de género 
por periodo electivo en la 
Gubernatura del Estado 
(Segundo concepto de invalidez 
del partido político MORENA) 
 

Artículo 29, numeral 1, fracción 
XIV, de la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 

VI.2.  

TEMA 3. Derecho a contender 
por la primera Regiduría 
(Tercer concepto de invalidez del 
partido político MORENA)  

Artículo 184, numeral 6, inciso 
a), fracción III, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de 
Durango. 
 

VI.2. 

TEMA 4. Bloques de 
competitividad 
(Cuarto concepto de invalidez 
del partido político MORENA) 
 

Artículo 184, numeral 6, inciso 
b), párrafos primero y segundo, 
fracción I, y el inciso f), párrafos 
primero y segundo, fracción I, de 
la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 
 

VI.3. 

REQUISITO DE ELEGIBILIDAD 
CONSISTENTE EN LA 
SEPARACIÓN DEL CARGO 
PARA REELECCIÓN DE 
PRESIDENTES MUNICIPALES, 
SÍNDICOS Y REGIDORES, ASÍ 
COMO DEL MINISTERIO PARA 
MINISTROS DE CULTO 
(Quinto concepto de invalidez 
del partido político MORENA) 
 

Artículo 10, numeral 4, primer 
párrafo, y numeral 5, de la Ley 
de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 
 

VI.3. 

Tema 1. Requisitos de 
elegibilidad para reelección de 
presidentes municipales, 
síndicos y regidores 
 

Artículo 10, numeral 4, primer 
párrafo, de la Ley de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales del Estado de 
Durango. 
 

VI.3. 
Tema 2. Requisitos de 
elegibilidad para ministros de 
culto 

Artículo 10, numeral 5, de la Ley 
de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 
 
 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 187/2023 

Y SU ACUMULADA 188/2023 

 33 

VI.4. 

REQUISITO DE CONTAR CON 
LA CLAVE ÚNICA DE 
REGISTRO DE POBLACIÓN 
(CURP) PARA PODER SER 
CANDIDATO 
(Sexto concepto de invalidez del 
partido político MORENA) 
 

Artículos 32 BIS, numeral 3, 
fracción III, y 187, fracción VI, de 
la Ley de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del 
Estado de Durango. 

 

VI.1. ASIGNACIÓN DE DIPUTADOS ELECTOS POR EL PRINCIPIO DE 

REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL (ELABORACIÓN DE LA LISTA B) 

 

39. El Partido del Trabajo en su primer y segundo conceptos de invalidez 

argumenta que los artículos 12, numeral 1, y 282, numeral 2, de la Ley de 

Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, violan el 

principio de legalidad y de representación proporcional, contradiciendo el 

artículo 116, fracción II, de la Constitución Federal y el numeral 66 de la 

Constitución local. 

 

40. Refiere que dichos numerales vulneran los fines del sistema de elección por el 

principio de representación proporcional, trastocando las bases establecidas en 

la Constitución General y en la Ley General de Partidos Políticos y los principios 

de seguridad jurídica y certeza en materia electoral, toda vez que para otorgar 

diputaciones por la Lista B, el votante lo hace con la intención de elegir a un 

representante por el principio de mayoría relativa, es decir, se pretende que, 

contrario a lo que sucede bajo el principio de representación proporcional, el 

voto se dirija a una persona específica, contradiciendo el artículo 35, fracción 

II, de la Constitución General, que señala que los candidatos de mayoría 

relativa tienen derecho a ser votados. 

 

41. Así, indica que la Lista B atiende a candidaturas que no obtuvieron el triunfo 

pero que compitieron en un sistema de mayoría relativa, por lo que no debe de 

calificarse tal lista como propia del sistema de representación proporcional, 

siendo que tampoco debe considerarse dicha lista como de representación 

proporcional tan sólo por encontrarse en un título referente a ésta. 
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42. Argumenta que el sistema de representación proporcional atiende a un número 

de votos que reciban las candidaturas y a favor de listas previamente 

determinadas, lo que en el caso de la Lista B no se presenta, pues no atiende 

a la votación obtenida por el candidato de mayoría, creando categorías que dan 

más peso a aquellas candidaturas que no fueron electas por el pueblo, lo que 

impide asegurar la decisión de quien vota y la autenticidad del sufragio, dado 

que ésta refiere a que se debe respetar el sentido de cada sufragio y se vea 

reflejado en la integración final del Congreso local. 

 

43. De esa forma, considera que la integración de la Lista B queda conformada 

luego de que se llevó a cabo la elección por voto y que ésta fue declarada válida 

en cada distrito electoral uninominal, intercalando fórmulas de diputaciones 

registradas por el principio de mayoría relativa tomando los porcentajes de cada 

candidato que no obtuvo el triunfo en su distrito, resultando que las demás 

candidaturas de la lista no deben ni tienen su lugar en la lista de representación 

proporcional, debido al porcentaje obtenido en las urnas de entre las 

candidaturas perdedoras; aunado a que resulta incongruente que se premie al 

porcentaje más alto de todas las candidaturas perdedoras para encabezar la 

lista de los segundos lugares de mayoría relativa y, en seguida, desde el 

número dos en adelante, esté el determinado por el segundo lugar por el 

porcentaje de votación, generando disparidades entre porcentajes que no 

corresponden con el lugar que les corresponde en la lista de representación 

proporcional. 

 

44. Por tanto, dice que el sistema de integración de la lista definitiva de 

candidaturas a diputaciones locales de representación proporcional que deberá 

registrar cada partido político deriva de la integración a través de intercalar dos 

listas preliminares, denominadas A y B, las cuales tienen un sistema de 

integración diversos y de naturaleza distinta, que no están recogidos en la 

Constitución del Estado. 

 

45. Así, señala que no se modificaron las bases de la integración de la lista de 

representación proporcional contemplada en el artículo 66 de la Constitución 
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de Durango, lo que no asegura su legalidad y, a su vez, vulnera el principio de 

supremacía constitucional consagrado en el artículo 133 de la Constitución 

Federal, pues se implementa una segunda lista de segundos lugares de 

mayoría relativa, apartándose la reforma de la libertad de configuración en 

materia de representación proporcional, incorporando una figura 

completamente ajena al principio acogido por la Constitución local, pues se 

conforman las listas votadas que deberían presentar los partidos políticos para 

la asignación de diputaciones de representación proporcional. 

 

46. Ahora bien, a fin de dar respuesta a dichos argumentos debe recordarse que 

este Tribunal Pleno ya ha tenido oportunidad de analizar temáticas similares, 

como al resolver la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas, 

en la que ha señalado que ni en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, ni en las leyes generales se establecen reglas 

específicas respecto a la forma en que se deben integrarse las listas para 

la asignación de diputaciones por el principio de representación 

proporcional. 

 

47. El artículo 116, fracción II, párrafo tercero8, de la Constitución Federal 

únicamente señala que las legislaturas de los Estados se integrarán con 

diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación 

proporcional, en los términos que señalen sus leyes; siendo aplicable el criterio 

de este Alto Tribunal visible en la tesis P./J. 67/2011 (9a.) de rubro: 

ñREPRESENTACIÓN PROPORCIONAL EN MATERIA ELECTORAL. LA 

REGLAMENTACIÓN DE ESE PRINCIPIO ES FACULTAD DEL LEGISLADOR 

 
8 Artículo 116 de la Constitución Federal. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, 
en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola 
persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. 
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con 
sujeci·n a las siguientes normas: (é) 
II. (é) 
Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría 
relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. En ningún caso, un 
partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un 
porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta 
base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un 
porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida 
más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación 
de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho 
puntos porcentuales. (é) 
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ESTATALò9, en el sentido de que se trata de un aspecto sobre cuyo diseño las 

legislaturas de las entidades federativas gozan de libertad de configuración, 

siempre y cuando respeten el resto del ordenamiento constitucional. 

 

48. Cabe señalar que en nuestro país se tiene un sistema mixto para la 

conformación de los órganos de representación, en los que deben coexistir el 

de mayoría relativa y el de representación proporcional. 

 

49. Este Tribunal Pleno ha sostenido de manera reiterada que el principio de 

mayoría relativa consiste en asignar cada una de las curules al candidato que 

haya obtenido la mayor cantidad de votos en cada una de las secciones 

territoriales electorales en que se divide el país o un Estado; mientras que la 

representación proporcional es el principio de asignación de curules por 

medio del cual se atribuye a cada partido o coalición un número de escaños 

proporcional al número de votos emitidos en su favor. 

 

 
9 De texto siguiente: ñLos artículos 52 y 54 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prevén, en el ámbito federal, los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, los 
cuales tienen como antecedente relevante la reforma de 1977, conocida como óReforma Pol²ticaô, 
mediante la cual se introdujo el sistema electoral mixto que prevalece hasta nuestros días, en tanto que 
el artículo 116, fracción II, constitucional establece lo conducente para los Estados. El principio de 
mayoría relativa consiste en asignar cada una de las curules al candidato que haya obtenido la mayor 
cantidad de votos en cada una de las secciones territoriales electorales en que se divide el país o un 
Estado; mientras que la representación proporcional es el principio de asignación de curules por medio 
del cual se atribuye a cada partido o coalición un número de escaños proporcional al número de votos 
emitidos en su favor. Por otra parte, los sistemas mixtos son aquellos que aplican los principios de 
mayoría relativa y de representación proporcional, de distintas formas y en diversas proporciones. 
Ahora bien, la introducción del sistema electoral mixto para las entidades federativas instituye la 
obligación de integrar sus Legislaturas con diputados electos por los principios de mayoría relativa y de 
representación proporcional; sin embargo, no existe obligación por parte de las Legislaturas Locales de 
adoptar, tanto para los Estados como para los Municipios, reglas específicas a efecto de reglamentar 
los aludidos principios. En consecuencia, la facultad de reglamentar el principio de representación 
proporcional es facultad de las Legislaturas Estatales, las que, conforme al artículo 116, fracción II, 
tercer párrafo, de la Constitución Federal, sólo deben considerar en su sistema ambos principios de 
elección, sin prever alguna disposición adicional al respecto, por lo que la reglamentación específica 
en cuanto a porcentajes de votación requerida y fórmulas de asignación de diputaciones por el principio 
de representación proporcional es responsabilidad directa de dichas Legislaturas, pues la Constitución 
General de la República no establece lineamientos, sino que dispone expresamente que debe hacerse 
conforme a la legislación estatal correspondiente, aunque es claro que esa libertad no puede 
desnaturalizar o contravenir las bases generales salvaguardadas por la Ley Suprema que garantizan 
la efectividad del sistema electoral mixto, aspecto que en cada caso concreto puede ser sometido a un 
juicio de razonabilidad.ò 
P./J. 67/2011 (9a.), Pleno, Jurisprudencia, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, libro I, octubre de 2011, tomo 1, registro 160758. 
página 304. 
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50. De acuerdo con lo anterior, en el sistema de mayoría, el valor del voto se 

encuentra garantizado cuando cada sufragio tiene el mismo valor y está en las 

mismas posibilidades de otorgar un mandato a un candidato. 

 

51. Por su parte, el sistema de representación proporcional persigue otra 

finalidad10; está diseñado para garantizar la pluralidad de los espacios 

deliberativos, permitiendo que en ellos también se encuentren representados 

los partidos minoritarios, en tanto que al haber alcanzado el porcentaje mínimo 

de apoyo de la ciudadanía para conservar su registro, abanderan una corriente 

de pensamiento, la cual debe ser escuchada y participar en la toma de 

decisiones legislativas. En este sistema no se vota por personas en lo particular, 

sino por los partidos políticos en tanto que son éstos como entidades de interés 

público los que han obtenido un apoyo con base en los programas, principios e 

ideas que postulan. 

 

52. Ahora bien, los artículos 12, numeral 1, y 282, numeral 2, de la Ley de 

Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Durango, impugnados 

en este punto, establecen lo siguiente: 

 

ñArtículo 12. 
1. El Poder Legislativo se deposita en el Congreso, el cual estará integrado 
por quince diputados electos por el principio de mayoría relativa, mediante 
el sistema de distritos electorales uninominales, de los cuales uno de ellos 
estará conformado por los municipios con mayor porcentaje de población 
indígena; y diez diputaciones electas por el principio de representación 
proporcional, de los cuales serán electas bajo el sistema de listas votadas 

 
10 V®ase la tesis de rubro y texto siguientes: ñMATERIA ELECTORAL. EL PRINCIPIO DE 
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL COMO SISTEMA PARA GARANTIZAR LA PLURALIDAD 
EN LA INTEGRACIÓN DE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS. El principio de representación 
proporcional en materia electoral se integra a un sistema compuesto por bases generales tendientes a 
garantizar de manera efectiva la pluralidad en la integración de los órganos legislativos, permitiendo 
que formen parte de ellos candidatos de los partidos minoritarios e, impidiendo, a la vez, que los partidos 
dominantes alcancen un alto grado de sobre-representación. Esto explica por qué, en algunos casos, 
se premia o estimula a las minorías y en otros se restringe a las mayorías. Por tanto, el análisis de las 
disposiciones que se impugnen, debe hacerse atendiendo no sólo al texto literal de cada una de ellas 
en lo particular, sino también al contexto de la propia norma que establece un sistema genérico con 
reglas diversas que deben analizarse armónicamente, pues no puede comprenderse el principio de 
representación proporcional atendiendo a una sola de éstas, sino en su conjunto; además, debe 
atenderse también a los fines y objetivos que se persiguen con el principio de representación 
proporcional y al valor de pluralismo político que tutela, a efecto de determinar si efectivamente la 
disposición combatida inmersa en su contexto normativo hace vigente ese principio conforme a las 
bases generales que lo tutelan.ò 
P./J. 70/98, Pleno, Jurisprudencia, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo VIII, noviembre de 1998, registro 195151, página 191.  
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en una circunscripción plurinominal estatal que se conformará por cinco 
fórmulas que registren los partidos políticos, alternándose con cinco 
fórmulas que corresponderán a los candidatos registrados por el principio 
de mayoría relativa que, no habiendo obtenido constancia de mayoría en 
su distrito hubieren obtenido el mayor porcentaje de votos de la elección 
por el principio de mayoría relativa del distrito en que participaron, pero que 
alcanzaron a nivel distrital los mayores porcentajes de la votación total 
emitida, comparados respecto de otras fórmulas de su propio partido en 
esa misma elección. Una vez que se determinó el primer lugar de esta lista, 
el segundo lugar será ocupado por la fórmula de la otra lista con mayor 
porcentaje de la votación total emitida, e irán intercalando de esta manera 
hasta concluir la integración de la lista. 
(é).ò 
 
ñArtículo 282. 
2.La asignación de las diputaciones de representación proporcional que 
correspondan a cada partido político se realizará comenzando con los 
candidatos de la lista registrada previamente, en su caso, para la siguiente 
se recurrirá a la lista conformada por las candidaturas de ese partido 
registradas por el principio de mayoría relativa que, no habiendo obtenido 
la mayoría de votos en su distrito, hubieren obtenido un mayor porcentaje 
de votación, y así sucesivamente hasta concluir con el total de diputaciones 
asignadas a cada partido político. La suplencia será asignada a la persona 
registrada como compañera en cada fórmula. Se determinará una lista 
definitiva intercalando las fórmulas de ambas listas, que será encabezada 
siempre por la primera fórmula de la lista de los partidos registrada 
previamente. Tal intercalado podrá generar bloques de hasta dos fórmulas 
del mismo género, pero de diferente lista de origen. 
 
Una vez concluido el proceso de asignación de diputaciones a que se 
refiere este artículo, y en caso de resultar necesario, se realizarán los 
ajustes para lograr la paridad en la integración de la Legislatura, la cual se 
iniciará con el partido que haya obtenido el menor porcentaje de la votación 
total emitida y se continuará en el mismo orden hasta alcanzar el objetivo. 
(é).ò 

 

53. De los artículos transcritos se obtiene que el Congreso del Estado de Durango 

está integrado por: (i) quince diputados electos por el principio de mayoría 

relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y (ii) diez 

diputaciones electas por el principio de representación proporcional, bajo el 

sistema de listas votadas en una circunscripción plurinominal estatal que se 

conformará por:  

 

(1) Cinco fórmulas que registren los partidos políticos. 

Alternándose con: 
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(2) Cinco fórmulas que corresponderán a los candidatos registrados por el 

principio de mayoría relativa, que: 

¶ no obtuvieron constancia de mayoría en su distrito. 

¶ obtuvieron el mayor porcentaje de votos de la elección por dicho 

principio del distrito en que participaron.  

¶ alcanzaron a nivel distrital los mayores porcentajes de la votación 

total emitida, comparados respecto de otras fórmulas de su propio 

partido en esa misma elección. 

 

(3) La asignación de las diputaciones de representación proporcional que 

correspondan a cada partido político se realizará comenzando con los 

candidatos de la lista registrada previamente. Así, se determina el primer 

lugar de la lista (A). 

 

(4) El segundo lugar es ocupado por la fórmula de la otra lista (B) con mayor 

porcentaje de la votación total emitida, e irán intercalando de esta manera 

hasta concluir la integración de la lista. Esto es, se recurre a la lista 

conformada por las candidaturas de ese partido político registradas por 

el principio de mayoría relativa (punto 2). 

La suplencia es asignada a la persona registrada como compañero en 

cada fórmula. 

 

(5) Se determina una lista definitiva intercalando las fórmulas de ambas 

listas, que es encabezada siempre por la primera fórmula de la lista de 

los partidos registrada previamente (Lista A). Tal intercalado podrá 

generar bloques de hasta dos fórmulas del mismo género, pero de 

diferente lista de origen. 

 

(6) Una vez concluido el proceso de asignación de diputaciones y, en caso 

de resultar necesario, se realizarán los ajustes para lograr la paridad en 

la integración de la Legislatura, la cual se iniciará con el partido que haya 

obtenido el menor porcentaje de la votación total emitida y se continuará 

en el mismo orden hasta alcanzar el objetivo. 
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54. Visto lo anterior, este Tribunal Pleno advierte que los conceptos de invalidez 

hechos valer son infundados, ya que, en primer lugar, la conformación de la 

Lista B para la asignación de curules por el principio de representación 

proporcional no se viola el derecho al voto en ninguna de sus vertientes, en 

tanto que los ciudadanos votan por los candidatos de mayoría relativa (quince 

diputados electos por este principio, mediante el sistema de distritos electorales 

uninominales), y en el momento en que se hace la asignación de diputaciones 

a quienes hayan obtenido el mayor número de sufragios, termina la elección 

por ese principio, respetándose así el numeral 35, fracciones I y II11, de la 

Constitución General. 

 

55. Por consiguiente, contrario a lo sostenido por el Partido accionante, la Lista B 

sí es propia del sistema de representación proporcional, toda vez que dicha lista 

es un mecanismo para la asignación de diputaciones por el principio de 

representación proporcional, que se integra con candidatos no vencedores por 

el principio de mayoría relativa, esto es, que no obtuvieron constancia de 

mayoría en su distrito, pero obtuvieron el mayor porcentaje de votos de la 

elección del distrito en que participaron y alcanzaron a nivel distrital los mayores 

porcentajes de la votación total emitida, comparados respecto de otras fórmulas 

de su propio partido en esa misma elección. 

 

56. De esa forma, resultan infundados los argumentos tendentes a evidenciar que 

la elaboración alternada de la Lista B es inconstitucional, pues, como se señaló 

en líneas precedentes, en nuestro país se tiene un sistema mixto para la 

conformación de los órganos de representación, en los que deben coexistir el 

de mayoría relativa y el de representación proporcional, siendo que éste último 

es diseñado para garantizar la pluralidad de los espacios deliberativos, 

permitiendo que en ellos también se encuentren representados los partidos 

 
11 Artículo 35 de la Constitución Federal. Son derechos de la ciudadanía: 
I. Votar en las elecciones populares; 
II. Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las 
calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la 
autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas 
que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos 
que determine la legislaci·n; (é) 
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minoritarios, que hayan alcanzado el porcentaje mínimo de apoyo de la 

ciudadanía para conservar su registro; máxime que el diseño para la 

elaboración de las listas de representación proporcional entra en el terreno de 

la libre configuración de las legislaturas, en el entendido de no contravenir las 

bases generales establecidas por la Norma Fundamental para salvaguardar la 

efectividad del sistema electoral.12 

 

57. Tampoco se vulneran los principios de certeza, legalidad, imparcialidad y 

objetividad13, en tanto que las autoridades electorales tienen facultades 

 
12 Véase la tesis de rubro y texto: ñDIPUTADOS LOCALES. LA LIBERTAD LEGISLATIVA DE LOS 
ESTADOS PARA COMBINAR LOS SISTEMAS DE ELECCIÓN (MAYORÍA RELATIVA Y 
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL) EN LA INTEGRACIÓN DE SUS CONGRESOS LOCALES, 
ESTÁ SUJETA A LOS LÍMITES IMPUESTOS POR LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 116 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, TOMANDO EN CUENTA 
LOS PORCENTAJES SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 52 DE LA PROPIA CONSTITUCIÓN. El 
precepto constitucional citado inicialmente establece un principio general según el cual el número de 
representantes en las Legislaturas de los Estados debe ser proporcional al de sus habitantes y 
establece los números mínimos de diputados según el número de habitantes. Por otro lado, la 
Constitución General de la República no prevé el número máximo de diputados que pueden tener las 
Legislaturas de los Estados, por lo que este aspecto corresponde a cada uno de éstos dentro de su 
margen de configuración legislativa. Ahora bien, el párrafo tercero de la fracción II del artículo 116 
constitucional dispone que para la integración de las Legislaturas debe atenderse a los principios de 
mayoría relativa y de representación proporcional, sin señalar condiciones adicionales, razón por la 
cual gozan en la materia de un amplio espacio de configuración legislativa y en esa medida están 
facultadas para imprimir al sistema electoral las particularidades de sus realidades concretas y 
necesidades, a condición de instaurar un sistema electoral mixto, aunado a que ante la falta de 
disposición constitucional expresa que imponga a las entidades federativas reglas específicas para 
combinar los sistemas de elección conforme a los principios de mayoría relativa y de representación 
proporcional, debe tomarse como parámetro el establecido por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en su artículo 52 para la integración de la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión, esto es, en un 60% y 40%, respectivamente. Por tanto, las Legislaturas Estatales, dentro de la 
libertad de que gozan, no deben alejarse significativamente de las bases generales previstas en la Ley 
Fundamental, a fin de evitar la sobrerrepresentación de las mayorías y la subrepresentación de las 
minorías, o viceversa.ò 
P./J. 8/2010, Pleno, Jurisprudencia, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo XXXI, febrero de 2010, registro 165279, página 2316.  
13 ñFUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES. PRINCIPIOS 
RECTORES DE SU EJERCICIO. La fracción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece que en el ejercicio de la función electoral a cargo de las 
autoridades electorales, serán principios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e 
independencia. Asimismo señala que las autoridades electorales deberán de gozar de autonomía en 
su funcionamiento e independencia en sus decisiones. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
estimado que en materia electoral el principio de legalidad significa la garantía formal para que los 
ciudadanos y las autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en 
la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al margen del 
texto normativo; el de imparcialidad consiste en que en el ejercicio de sus funciones las autoridades 
electorales eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista; el de objetividad obliga a que 
las normas y mecanismos del proceso electoral estén diseñadas para evitar situaciones conflictivas 
sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su desarrollo y en las etapas posteriores a la 
misma, y el de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales de modo que 
todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas 
a que su propia actuación y la de las autoridades electorales están sujetas. Por su parte, los conceptos 
de autonomía en el funcionamiento e independencia en las decisiones de las autoridades electorales 
implican una garantía constitucional a favor de los ciudadanos y de los propios partidos políticos, y se 
refiere a aquella situación institucional que permite a las autoridades electorales emitir sus decisiones 
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expresas para la integración de las listas y los participantes en el proceso 

electoral las conocen con claridad; el método de integración de la lista no prevé 

forma alguna en que se lleven a cabo irregularidades o desviaciones que lleven 

a favorecer a un determinado partido; y se trata de reglas claras que en principio 

no dan lugar a un supuesto de aplicación conflictivo. 

 

58. Por otra parte, resulta infundado el argumento relativo a que debió modificarse 

el artículo 66 de la Constitución del Estado de Durango a efecto de señalarse 

el sistema de integración de la lista definitiva de candidaturas a diputaciones 

locales de representación proporcional que deberá registrar cada partido 

político, el cual deriva de la integración a través de intercalar dos listas 

preliminares, implementándose una segunda lista de segundos lugares de 

mayoría relativa, figura completamente ajena al principio acogido por la 

Constitución local, lo que no asegura su legalidad y vulnera el principio de 

supremacía constitucional. 

 

59. Lo anterior, ya que, como se dijo, el artículo 116, fracción II, párrafo tercero, de 

la Constitución General únicamente señala que las legislaturas de los Estados 

se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y 

de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes; siendo 

que el numeral 6614 de la Constitución del Estado de Durango, prevé la 

 
con plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o 
someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o insinuaciones provenientes de superiores 
jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de personas con las que guardan alguna relación de afinidad 
política, social o cultural.ò 
P./J. 144/2005, Pleno, Jurisprudencia, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXII, noviembre de 2005, registro 176707, página 111.  
14 Artículo 66 de la Constitución de Durango. 
El Congreso del Estado, representa al pueblo duranguense y ejerce las funciones del Poder legislativo. 
El Congreso del Estado se compondrá de veinticinco diputadas y diputados electos en su totalidad cada 
tres años en los términos de esta Constitución y de la ley, los diputados integrarán legislaturas. Por 
cada Diputado propietario se elegirá un suplente. 
De los veinticinco diputadas y diputados, quince serán electos bajo el principio de votación mayoritaria 
relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y diez bajo el principio de 
representación proporcional, mediante listas votadas en la circunscripción plurinominal que 
corresponderá a la totalidad del territorio del Estado. 
Ningún partido político podrá contar con más de quince diputados asignados por los dos principios de 
representación a que se refiere el párrafo anterior. 
En ningún caso, un partido político podrá contar, con un número de diputados por ambos principios que 
representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de 
votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos 
uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del 
porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, 
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conformación del Congreso de la entidad, esto es, de veinticinco diputados 

electos en su totalidad cada tres años en los términos de la propia Constitución 

local y de la ley; de los cuales quince serán electos bajo el principio de votación 

mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, 

y diez bajo el principio de representación proporcional, mediante listas votadas 

en la circunscripción plurinominal que corresponderá a la totalidad del territorio 

del Estado. 

 

60. En esa lógica es que, a través de la Ley de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Estado, se regula y desarrolla de manera detallada la 

conformación de las referidas listas votadas en una circunscripción plurinominal 

estatal. 

 

61. En similares términos, este Alto Tribunal resolvió la acción de 

inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 

68/2014, 69/2014 y 75/2014.15 

 

VI.2. IMPUGNACIONES POR VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE PARIDAD DE 

GÉNERO 

 

A. Parámetro de regularidad constitucional del principio de paridad de 

género en materia electoral 

 

62. Por otra parte, a efecto de resolver las cuestiones planteadas en los conceptos 

de invalidez formulados por el partido político Morena, tendentes a evidenciar 

la inconstitucionalidad del modelo de paridad adoptado por la Legislatura local, 

en principio, se hará alusión al parámetro de regularidad constitucional del 

principio de paridad de género en materia electoral. 

 
el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que 
hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales. (é) 
15 Falladas el veintinueve de septiembre de dos mil catorce, por mayoría de seis votos de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Sánchez 
Cordero de García Villegas y Presidente Silva Meza, respecto de la propuesta del considerando décimo 
segundo, consistente en reconocer la validez del artículo 292, fracciones I y II, y 293, fracción VI, 
numeral 1, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal al tenor de su 
interpretación conforme. Los señores Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Pardo Rebolledo 
y Pérez Dayán votaron en contra.  
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63. Como se señaló al resolverse la acción de inconstitucionalidad 245/2020 y 

su acumulada 250/202016, el principio de paridad de género en materia 

electoral goza de estatus constitucional, pues se encuentra inserto en el artículo 

35, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

establece como derecho de la ciudadanía poder ser votada en condiciones de 

paridad a todos los cargos de elección popular. Al respecto, el derecho a votar 

o al voto pasivo entraña la posibilidad de que los ciudadanos puedan ser 

votados, pero no se agota ahí, pues éste incluye también el acceso al cargo. 

 

64. A lo largo de los últimos años, tras la reforma constitucional en materia electoral 

de diez de febrero de dos mil catorce y la emisión de las leyes generales en la 

materia, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado una serie 

de precedentes en los que ha delineado y consolidado el contenido del principio 

de paridad.17 

 
16 Falladas por el Tribunal Pleno el diez de noviembre de dos mil veinte, por unanimidad de once votos 
de las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos 
Farjat (Ponente), Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los 
apartados I, II, III, IV, V y VI relativos, respectivamente, a los antecedentes, a la competencia, a la 
oportunidad, a la legitimación, a las causas de improcedencia y sobreseimiento y a la precisión 
metodológica para el estudio de fondo. 
17 Línea de precedentes que se inició con la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas, 
y que continuó con lo resuelto en las acciones de inconstitucionalidad 35/2014 y sus acumuladas 
74/2014, 76/2014 y 83/2014; 39/2014 y sus acumuladas 44/2014, 54/2014 y 84/2014; 36/2015 y sus 
acumuladas 37/2015, 40/2015 y 41/2015 2014; 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015, entre 
muchas otras. En esta línea de precedentes, en suma, se sostuvo lo siguiente en relación con el 
principio de paridad de género y su aplicación al régimen electoral (todo esto previo a la reforma 
constitucional en materia de género de dos mil diecinueve): 
a. El principio de paridad de género contenido en el segundo párrafo de la fracción I del artículo 41 
constitucional establece un principio de igualdad sustantiva en materia electoral; un derecho humano 
que el legislador deberá tomar en cuenta al diseñar las reglas para la presentación de candidaturas 
tanto para legisladores federales como locales. 
b. La incorporaci·n de la ñparidadò a nivel constitucional, fue resultado de la necesidad de implementar 
acciones y diseñar fórmulas que generaran condiciones que permitieran el igual disfrute y ejercicio de 
los derechos político-electorales de las mujeres, con los que se hicieran efectivos los principios de 
igualdad previstos en el artículo 1 y 4 constitucionales. 
c. La paridad constituye una de las estrategias orientadas a combatir los resultados de la discriminación 
histórica y estructural que ha discriminado y mantenido a las mujeres al margen de los espacios públicos 
de deliberación y toma de decisiones para asegurar la participación política-electoral de las personas, 
de modo que se garantice su universalidad. 
d. No existe una norma expresa para las entidades federativas en relación con la conformación de las 
candidaturas, pero se establece una directriz en el artículo 232, numerales 3 y 4, de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, en el sentido de que los partidos políticos promoverán y 
garantizarán la paridad de géneros en la postulación de candidatos a los cargos de elección popular, 
para la integración de los órganos de representación; y que los institutos electorales, en el ámbito de 
sus competencias, tendrán facultades para rechazar el registro del número de candidaturas que exceda 
la paridad, fijando al partido un plazo improrrogable para la sustitución de las mismas; y  
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65. De manera destacada, en la contradicción de tesis 275/201518, este Pleno 

sostuvo que el principio de paridad de género previsto en el artículo 41, fracción 

I, párrafo segundo, de la Constitución Federal vigente en ese momento, es una 

medida para garantizar la igualdad sustantiva de los géneros en el acceso a los 

cargos de elección popular. 

 

66. Se agregó que dicho principio constituye un mandato constitucional de carácter 

permanente cuyo objetivo es hacer efectivos en el ámbito electoral los principios 

de igualdad entre los géneros previstos en los artículos 1° y 4° constitucionales, 

así como en múltiples instrumentos internacionales ratificados por el Estado 

Mexicano19; con la peculiaridad de que es un principio aplicable al régimen 

electoral federal y estatal que implica que debe existir paridad de género en las 

candidaturas, pero que no se agota en la mera postulación de las mismas, sino 

que trasciende a la integración de los órganos colegiados electivos a través del 

principio de representación proporcional20. 

 

67. De esta manera, se señaló que uno de los propósitos más evidentes de la 

reforma que elevó el principio de paridad de género a rango constitucional fue 

garantizar el acceso efectivo de las mujeres a todos los órganos representativos 

 
e. De manera residual, las entidades federativas tienen competencia para legislar en materia de paridad 
de género, sin obligación de regular en los mismos términos que las normas aplicables para las 
elecciones federales y sin reserva de fuente. 
18 Resuelta el cuatro de junio de dos mil diecinueve, por mayoría de ocho votos de los Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek (Ponente) y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. El Ministro 
Medina Mora I. votó en contra. 
19 El principio de igualdad de género se prevé en los artículos 1°, 2° y el preámbulo de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; 1°, 2°, 3° y el preámbulo de la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW); 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 3° Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 4°, inciso f), de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do 
Pará); 3° de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer; y en el preámbulo de 
la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer. 
20 Sin que esto significara una obligación constitucional de que los órganos legislativos necesariamente 
deben estar integrados de manera paritaria, sin importar los resultados de la elección. Para esta Corte, 
en ese momento, el criterio radicaba, más bien, en que la paridad de género tiene que ser respetada 
en la postulación de candidaturas, pero también este principio tiene implicaciones en la asignación de 
diputaciones conforme a los modelos de representación proporcional. Por ende, las entidades 
federativas se encuentran constitucionalmente obligadas a establecer acciones de género en la 
asignación de diputaciones de representación proporcional a fin de favorecer la integración paritaria de 
los congresos locales; ello, ya que este principio es aplicable a todas las etapas del proceso electoral 
en donde se definan candidaturas a legisladores federales y locales, incluyendo aquellos modelos cuya 
definición de las candidaturas por representación proporcional se hace hasta después de transcurrida 
la jornada electoral (como ocurre en la representación proporcional). 




